Oficio Nº 1522



Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:



	Tengo el honor de transcribir a vuestra Excelencia la resolución, dictada por este Tribunal, en los antecedentes Rol Nº 309, relativos al requerimiento formulado en contra del Convenio Nº 169, sobre Pueblos Indígenas y Tribales, cuyo tenor es el siguiente:



	“Santiago, diecinueve de julio de dos mil.



	Con el mérito de las presentaciones de la parte requirente de fojas 34 y 49, y de los antecedentes acompañados, se admite a tramitación el requerimiento de fojas 1. Al primero, segundo y tercer otrosí, ténganse presente.

	Dando cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 40 y 42 de la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional de este Tribunal, póngase en conocimiento de su Excelencia el Presidente de la República, del honorable Senado y de la honorable Cámara de Diputados, en sus calidades de órganos constitucionales interesados, la presente resolución, acompañándoles copia del requerimiento, de dichas presentaciones y de los antecedentes adjuntados.”.

	“Pronunciada por el Excelentísimo Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente, don Osvaldo Faúndez Vallejos, y los ministros señor Eugenio Valenzuela Somarriva, señora Luz Bulnes Aldunate, señores Servando Jordán López y Hernán Álvarez García. Autorizó el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larraín Cruz”.



	Dios guarde a V.E.,



	(Fdo.): OSVALDO FAÚNDEZ VALLEJOS, Presidente; RAFAEL LARRAÍN CRUZ, Secretario”.



AL SEÑOR PRESIDENTE

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON VÍCTOR JEAME BARRUETO

PRESENTE”.



�	“En lo principal, solicitan del Excelentísimo Tribunal Constitucional que declare la inconstitucionalidad del Convenio Nº 169 sobre pueblos indígenas y tribales, en países independientes, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo en Ginebra, el 27 de junio de 1989, Boletín Nº 233-10, por los fundamentos de fondo y de forma señalados. En el primer otrosí, acompañan documentos que indican. En el segundo otrosí, acreditan cumplimiento de las exigencias pertinentes contempladas en la Constitución y en la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional y la personería. En el tercer otrosí, designan representante de los requirientes con sujeción a la ley mencionada y fijan domicilio.



EXCELENTÍSIMO TRIBUNAL CONSTITUCIONAL



	Los requirientes, todos diputados, que representamos más de la cuarta parte en ejercicio de los miembros de la honorable Cámara de Diputados, según se acredita en la forma indicada en el segundo otrosí, recurrimos a vuestra Excelencia en ejercicio de la facultad que nos confiere el inciso cuarto del artículo 82 de la Constitución Política de la República en relación al numeral 2º del mismo artículo, y de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 38 de la Ley Orgánica Constitucional Nº 17.997, solicitamos que vuestra Excelencia declare inconstitucional el Convenio Nº 169 sobre pueblos indígenas y tribales, en países independientes, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo en Ginebra, el 27 de junio de 1989, Boletín Nº 233-10, por contravenir los artículos 1º, 5º, 19, números 2º, 3º, 11º, 16º y 24º, 62 a 72, 82, Nº 1 y 102, de la Constitución Política de la República, en razón de los fundamentos de hecho y de derecho que a continuación exponemos:



I. EL CONVENIO Nº 169 SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES, EN PAÍSES INDEPENDIENTES. (BOLETÍN Nº 233-10).



1.	Aspectos previos.

	Con fecha 8 de enero de 1991 la honorable Cámara de Diputados tomó cuenta del Convenio Nº 169 sobre pueblos indígenas y tribales, en países independientes, adoptados por la Organización Internacional del Trabajo en Ginebra, el 27 de junio de 1989. Este Convenio fue remitido primero a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y luego a la Comisión de Relaciones Exteriores, sin que existiera un avance en su tramitación durante los primeros nueve años, pues existía clara conciencia de las inconstitucionalidades que contiene. Esto demuestra, en forma nítida, que se dejaban de lado las banderas políticas y se actuaba por razones de Estado, reconociéndose la incompatibilidad de este tratado internacional con nuestra Constitución así como su carácter segregacionista y perjudicial para los chilenos de origen indígena.

	Nuevamente presionado por la contingencia política, el Ejecutivo impulsó su tramitación, siendo aprobado por la Cámara de Diputados con rango de ley común y dejándose constancia por diversos diputados que el convenio contiene artículos inconstitucionales. El Ejecutivo, por su parte, reiteró que formularía declaraciones al momento de la ratificación, para poder compatibilizar las normas del Convenio Nº 169 con el Derecho Interno, lo que implica un reconocimiento tácito de la inconstitucionalidad de forma y fondo del tratado internacional. Con todo, diversos parlamentarios hicieron presente tanto en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores como durante su aprobación por la Sala de la Cámara de Diputados, que dicho Convenio contradice disposiciones constitucionales expresas.

	Los diputados requirientes sostenemos que quienes promueven esta iniciativa, pretenden modificar la estructura del Estado y el concepto y el ejercicio de la soberanía sin reforma constitucional previa, segregando a los chilenos de origen indígena del resto de la comunidad nacional. Consideramos a los chilenos de origen indígena como la base misma de nuestra nacionalidad, como el fundamento y raíz de nuestra patria, por lo que toda acción tendiente a separarlos de su destino común afecta a la nación chilena como un todo. El Convenio Nº 169 no aspira a fomentar la convivencia armónica de todos los chilenos, sino que introduce criterios de diferenciación racial que generarán más segregación, apartando a los chilenos de origen indígena del resto de la comunidad y contraviniendo, así, uno de los principios fundantes de la República: la igualdad ante la ley y la ausencia de discriminaciones por razones étnicas o raciales.

	Creemos firmemente en un destino común para todos los chilenos, sin consideración a su origen étnico, social, cultural o económico y rechazamos de plano tanto la segregación racial que impulsa el Convenio, como la asimilación cultural que pretenden otros. Consideramos conveniente que se respeten los diferentes orígenes culturales que fundamentan nuestra nacionalidad y que el Estado colabore en superar la pobreza en la cual hoy se encuentran estos chilenos. Nos oponemos, sin embargo, con energía, a separar a los indígenas del resto de la comunidad nacional, creando estructuras jurídicas y políticas propias, legislaciones permanentes de excepción, normas que petrifican la discriminación, pues consideramos conveniente, para todos los integrantes de la comunidad nacional, compartir juntos los frutos del desarrollo, lo que sólo es posible integrando y no segregando.



2.	El Convenio Nº 169 como tratado internacional.

	El Convenio Nº 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes es un tratado internacional emanado de la Organización Internacional del Trabajo y que, ratificado por las partes, obliga a éstos al cumplimiento de sus disposiciones de buena fe.

	La Constitución de la OIT indica en su artículo 19, Nº 5, letra d), que ratificado un Convenio, el miembro respectivo “adoptará las medidas necesarias para hacer efectivas las disposiciones de dicho convenio”, debiendo, según el artículo 22 de la Constitución de dicho organismo internacional, presentar “una memoria anual sobre las medidas que haya adoptado para poner en ejecución los convenios a los cuales haya adherido. Estas memorias serán redactadas en la forma que indique el Consejo de Administración y deberán contener los datos que éste solicite”. De esta manera debemos precisar que el Convenio Nº 169 es un tratado internacional, que consagra derechos y obligaciones en el campo del Derecho Internacional como en el del Derecho Interno y no un mero acuerdo político-programático carente de fuerza vinculante.

	Como todo convenio de la OIT, se trata de una normativa mínima, que obligará a los Estados a modificar sus normativas internas y a desarrollar acciones para implementar los compromisos asumidos. Para cumplir adecuadamente con ellos, es que los Estados deben informar anualmente a la OIT de su ejecución, pudiendo incluso verse expuestos a sanciones internacionales en caso de incumplimiento de lo convenido.

	Hacemos esta breve reseña, vuestra Excelencia, para despejar cualquier intención de presentar este Convenio Nº 169 como un “acuerdo político” que contempla meras “disposicio-�nes programáticas”, tratando así de indicar, sin más, que se pretende su aprobación pero no su implementación, lo que constituiría una grave ofensa al honor de la Nación, en cuanto cumplir sus obligaciones internacionales derivadas del principio fundamental pacta sunt servanta. Esta situación, por lo demás, sería doblemente absurda: por un lado, un mero convenio político no necesitaría del acuerdo del Congreso Nacional, y por el otro, las promesas de aclaraciones que ha formulado el Ejecutivo para concordar este tratado internacional con la Constitución y el derecho interno serían innecesarias y superfluas. Igualmente absurdas serían las declaraciones formuladas por el ministro de Relaciones Exteriores y la ministra de Planificación, que han reconocido el carácter de tratado internacional y fuente del derecho del Convenio Nº 169.

	Para reafirmar lo indicado, queremos señalar que la ministro de Planificación y Cooperación, señora Alejandra Krauss, señaló en la Cámara de Diputados, sesión 39, que el tratado contenía tanto disposiciones programáticas como imperativas y ello obligaría a modificar, entre otras, la Ley sobre Concesiones Mineras.

	Al respecto manifestó: “Al existir en él propuestas que no están establecidas en nuestra legislación, el Ejecutivo hará aclaraciones, a fin de permitir su compatibilidad con el derecho interno (...). Asimismo, la adecuación normativa anunciada por el Ejecutivo para extender el régimen de concesiones mineras a las tierras indígenas, permitirá conciliar la normativa interna con el Convenio Nº 169 (...). En relación con el supuesto problema de constitucionalidad que han planteado algunos honorables diputados, que básicamente se refiere a las normativas relativas a tierras y, específicamente, al acceso a los recursos naturales, en opinión del Ejecutivo tal problema no se da. (...) Asimismo, si se examina detenidamente cada uno de los preceptos del Convenio, puede observarse que están formulados como nuevas aspiraciones programáticas, entregadas a su realización en la medida de lo posible, mientras que los que tienen carácter imperativo, tal como lo han sostenido los constitucionalistas, no son incompatibles con los principios constitucionales, y todos ellos pueden llegar a ser interpretados y desarrollados dentro de la letra y del espíritu de la Ley Fundamental. O sea, se trata de normas puramente programáticas, que podrán ser concretadas dentro de las posibilidades de realización, y de reglas imperativas que darán origen a la obligación de adoptar normas legales encaminadas a concretarlas dentro de las bases generales de la Constitución”.



3.	La tramitación de los tratados internacionales.

	El artículo 32 número 17º de la Constitución confiere al Presidente de la República atribuciones especiales para “conducir las relaciones políticas con las potencias extranjeras y organismos internacionales, y llevar a cabo las negociaciones; concluir, firmar y ratificar los tratados que estime conveniente para los intereses del país, los que deberán ser sometidos a la aprobación del Congreso conforme a lo prescrito en el artículo 50, Nº 1 (...)”.

	De esta manera, compete al Presidente de la República la atribución exclusiva para negociar los tratados, para concluir su negociación, para firmarlos y ratificarlos cuando lo estime necesario para los intereses del país, funciones que recaen en el Ministerio de Relaciones Exteriores. Con todo deberá requerir la aprobación del Congreso Nacional cuando necesariamente de acuerdo al Art. 50 Nº 1 de la Constitución éstos se refieran a materias propias de ley.

	Por su parte, el Artículo 50 indica:

	“Son atribuciones exclusivas del Congreso:

1)	Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un Tratado se someterá a los trámites de una ley.

	Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor, no requerirán nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley.

	En el mismo acuerdo aprobatorio de un Tratado, podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos 2º y siguientes del Art. 61”.

	Frente a la atribución especial del Presidente de la República consignada en el artículo 32, número 17º de la Constitución, el constituyente confirmó una atribución exclusiva al Congreso Nacional, que la doctrina conoce como “formalidad habilitantes”, la que es previa a la ratificación del tratado, siendo este último, como lo ha sostenido la doctrina, “un acto administrativo de Gobierno y no un acto legislativo” (Enrique Silva Cimma, Derecho Administrativo Chileno y Comparado, Introducción y Fuentes, Editorial Jurídica de Chile, Santiago 1996, páginas 121 y 122 como al igual Alejandro Silva Bascuñán, Tratado de Derecho Constitucional, Tomo III, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 1963, página 370).

	Debe tenerse presente, que la atribución exclusiva otorgada al Congreso Nacional de aprobar o rechazar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República después de concluidas las negociaciones y antes de la ratificación del Tratado está consignada en un título especial de la Constitución, denominado “Atribuciones exclusivas del Congreso”, distinto al de la “Formación de la ley” (artículos 62 al 72), toda vez que no se trata del ejercicio de facultades legislativas propiamente tales, sino que de una atribución exclusiva del Congreso Nacional, que se somete a los trámites de una ley, pero con importantes modificaciones. Así, no hay iniciativa parlamentaria, el texto del tratado no puede ser modificado durante el trámite de aprobación o rechazo, no cabe dentro de un tratado solicitar la división de la votación y no existe la insistencia por el arte del Presidente de la República. Además, formalmente las decisiones que adoptan ambas Cámaras legislativas sobre la materia se denominan “proyectos de acuerdo”, para así diferenciarlos de los “proyectos de ley” que se someten al proceso de formación de la ley propiamente tal. Esto implica, que una vez aprobado el tratado por parte del Congreso Nacional, le compete al Presidente de la República de acuerdo al Art. 32 Nº 7 ratificar los tratados que estime conveniente para los intereses del país. De esta manera, el Presidente de la República puede, si las circunstancias políticas han cambiado, desistirse de ratificar dicho tratado. La aprobación por parte del Congreso Nacional, de esta manera no obliga al Presidente de la República y éste mantiene una plena autonomía para decidir sobre el futuro del tratado internacional.

	Como lo ha señalado vuestra Excelencia recientemente, “la promulgación y publicación de los tratados no está descrita en texto expreso de la Constitución, sino que obedece a una práctica impuesta por la doctrina, la costumbre y la jurisprudencia, a diferencia de lo que ocurre con la ley según lo prevé expresamente el artículo 72 de la Carta Fundamental” (STC, 288, Considerando 7º).

	A ello puede también agregarse el trámite de la ratificación, que si bien encuentra una cierta normativa al respecto en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, tampoco están resueltas las implicancias que generan la formulación de “declaraciones” para los efectos de concordar o no un tratado con el texto constitucional.

	Sobre este particular sostenemos que todo tratado enviado al Congreso Nacional para su aprobación a través de la habilitación del artículo 50, Nº 1 es fuente de Derecho, distinta a la ley (STC 288, Considerando 6º), y que la debida correspondencia entre esta fuente de derecho en generación y la Constitución se debe dar al momento en que el Congreso Nacional emite su pronunciamiento, con prescindencia de la voluntad presidencial posterior al momento de formular la ratificación. Esto es tal, pues el Congreso Nacional aprueba o rechaza el tratado internacional presentado, debiendo subsumir sus normas al texto constitucional para ver su concordancia o inconstitucionalidad, sin que pueda actuar sobre la base de supuestos posteriores, como es la formulación o no de reservas o declaraciones por el Presidente de la República.

	Por lo demás, esta es la conclusión lógica de lo resuelto por vuestra Excelencia en el rol Nº 288, que limita la posibilidad de recurrir al Tribunal Constitucional antes del despacho del proyecto por la Corporación, pues los trámites posteriores no están del todo regulados constitucionalmente. Ello hace, así, que la inconstitucionalidad de un tratado internacional deba establecerse sobre la base del proyecto de acuerdo que se adopta y no de lo que a través de comunicados políticos, carentes de obligatoriedad, se indica. En caso contrario, bastaría siempre al Presidente de la República sostener en un requerimiento formulado ante el Excelentísimo Tribunal Constitucional que formulará tal o cual reserva o declaración, para exceptuar a aquél de conocer en el fondo las inconstitucionalidades, sin que pueda luego este Tribunal revisar el cumplimiento de lo indicado.



4.	La promesa unilateral de formular una declaración por el Ejecutivo.

	En los fundamentos o considerandos mismos al Convenio Nº 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, el entonces Presidente de la República don Patricio Aylwin señaló que formularía al momento de su ratificación una declaración en los siguientes términos:

	“Por la vía de las declaraciones se podrán precisar las condiciones en que una determinada norma convencional deberá ser interpretada o aplicada. En este sentido, el Poder Ejecutivo considerará, al momento de la ratificación, la necesidad y conveniencia de formular estas declaraciones respecto de las normas relativas a las tierras, contenidas en la parte segunda; de las referidas al régimen de salud y de las que disponen de regulaciones en materia penal, cuestiones todas que han estado presentes en el debate suscitado con ocasión de la discusión del proyecto de acuerdo que nos preocupa. De modo de obtener a través de ellas una compatibilización entre las normas establecidas en nuestro derecho interno y las disposiciones convencionales que se acuerdan en virtud de la aprobación de este documento internacional”.

	El diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores señor Carlos Jarpa también se refirió a este tema durante su exposición, al indicar:

	“En este sentido, cuando el proyecto fue visto por la Comisión de Relaciones Exteriores, en 1991, el entonces ministros subrogante de Relaciones Exteriores, señor José Miguel �Insulza, con relación a lo que ha expuesto nuestro colega Gustavo Alessandri, expresó que el gobierno se había comprometido a que el Presidente de la República, cuando ratificara este proyecto, introduciría las modificaciones necesarias para conciliar la ley Nº 19.253, sobre indígenas, con el derecho de propiedad, a fin de no vulnerar el artículo 19 de la Constitución”.

	Interesante es tener presente, que la Comisión de Relaciones Exteriores consignó en su Informe a la Sala tanto la intención de formular una declaración por el Ejecutivo al momento de proceder a la votación, como igualmente el reconocimiento por parte del propio Ministerio de Relaciones Exteriores de sus dudas de constitucionalidad sobre la materia.

	“El ministro de Relaciones Exteriores, subrogante, señor José Miguel Insulza Salinas, informó que conforme lo anunciado en el mensaje y la solicitado por esta Comisión, el Presidente de la República formulará, al momento de ratificar el Convenio, las declaraciones que se estiman necesarias para compatibilizar con el derecho interno las normas convencionales en estudio.

	El texto de dichas declaraciones sería del siguiente tenor:

	“El Gobierno de la República de Chile, al momento de proceder a la ratificación del Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, declara, a los efectos de su aplicación en Chile: que el reconocimiento de los derechos previstos en el mismo tiene por objeto, no sólo garantizar en la práctica la igualdad entre todos los miembros de la comunidad nacional, sino que también la efectiva integración a ésta de los individuos de los referidos pueblos, en términos de igualdad y respetando sus peculiaridades culturales; que tal reconocimiento no puede implicar el otorgamiento a esos pueblos de la calidad de sujeto de derecho internacional; que el ejercicio de los aludidos derechos no puede constituir privilegios ni afectar los derechos de los demás miembros de la comunidad nacional o la integridad territorial de la República; que, por todo lo anterior, los habitantes para ejercer los mencionados derechos dentro del marco de lo expuesto son sólo los individuos de dichos pueblos y no éstos; y que la ley Nº 19.253, publicada en el Diario Oficial de la República de Chile, de 5 de octubre de 1993, tiene por objeto precisamente resguardar los derechos de los indígenas, de manera que mediante dicho cuerpo legal se está dando cumplimiento a los objetivos que persigue el Convenio”.

	No deja de ser absurdo, Excelentísimo Tribunal Constitucional, que el gran “logro” que invocan los partidarios del Convenio Nº 169 sea el reconocimiento de los “pueblos” como sujetos de derecho, y que el Ministerio de Relaciones Exteriores pretenda, mediante una simple declaración, negar la esencia misma del tratado internacional. De esta manera, el Ministerio de Relaciones Exteriores, que durante todos los años en que el Convenio Nº 169 estuvo en el Congreso Nacional expresó en los pasillos y en reuniones su disconformidad con este tratado, ahora busca una salida airosa, que concilie los intereses políticos del gobierno de turno con los intereses trascendentes del Estado.

	Pero si esta situación es absurda, cabe señalar que en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores antes aludido consta igualmente una situación digna de olvidar, pero que recordamos a vuestra Excelencia para ilustrarse sobre las inconstitucionalidades del Convenio Nº 169 y que indica:

	“Por otra parte, respondiendo a observaciones formuladas por la Comisión a la norma �Nº 2 del artículo 15 del Convenio, en orden a que condicionaría el ejercicio por el Estado de su derecho de dominio absoluto, exclusivo, inalienable y exclusivo sobre todas las minas, no obstante la propiedad que las personas naturales o jurídicas puedan tener sobre los terrenos, el ministro anunció que, además de las declaraciones antes anunciadas, se harán las adecuaciones legales internas para establecer el permiso del indígena o de una autoridad para la realización de labores mineras en las tierras indígenas, con lo que se conciliará el Convenio con el derecho que la Constitución Política otorga a todas las personas en los incisos sexto y séptimo del Nº 24 de su artículo 19”.

	De esta manera, el ministro de Relaciones Exteriores reconoce, sin lugar a dudas, que a lo menos se requiere modificar las normas orgánicas constitucionales sobre concesiones mineras, lo que exigiría que el Convenio Nº 169 se aprobara con quórum de ley orgánica, lo que en la especie tampoco sucedió.

	En el mismo Informe de la citada Comisión, el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores señores Eduardo Vío Grossi “afirmó que las declaraciones que ha anunciado el mensaje pretenden precisar:

a)	Que el reconocimiento de derecho a los pueblos indígenas, no puede afectar los derechos de los demás habitantes de Chile.

b)	Que los derechos que se reconocen son a los individuos de los pueblos no a éstos como sujeto de derecho.

c)	Que el reconocimiento del derecho a la tierra estará orientado a permitir que él sea ejercitado por los individuos, en conformidad con la legislación nacional y en armonía con el principio de igualdad con los demás miembros de la comunidad nacional, y

d)	Que el juez en el derecho interno no tiene facultades para discriminar en materia de sanciones penales según la raza del individuo”.

	Fue en consideración “a los antecedentes de política y derecho internacional expuestos, especialmente las declaraciones que nuestro país formulará al momento de ratificar el Convenio y las adecuaciones normativas que el Gobierno ha anunciado para extender el régimen de concesiones mineras a las tierras indígenas, y teniendo presente que la honorable Cámara ha dispuesto que esta iniciativa también sea informada por la honorable Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, en cuyo seno podrán ser analizadas con mayor propiedad las incidencias constitucionales y legales de este Convenio, inclusive la reserva”, que la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana aprobó, por mayoría de votos, el Convenio Nº 169, de la OIT.

	Compartimos, sin embargo, la reserva de constitucionalidad formulada por el diputado Carlos Ignacio Kuschel Silva, del siguiente tenor:

	“En diversos informes provenientes del Ejecutivo y de sus ministerios especializados en la materia, plantean la posible inconstitucionalidad del Convenio 169 por contravenir, entre otros, el derecho de propiedad del Estado sobre las minas, según se consigna en el artículo 19, Nº 24, de la Constitución Política. Por su parte, se nos ha indicado que dicha inconstitucionalidad se trataría de obviar, recurriendo al expediente de formular una declaración al momento de la ratificación. Estimando que el texto que debemos aprobar es el convenio mismo, ya que la declaración referida es un acto unilateral discrecional del Ejecutivo, que como tal no es parte del proceso legislativo, vengo en hacer reserva de constitucionalidad, por las razones invocadas”.



4.	¿Qué se somete al control de constitucionalidad?

	Los diputados requirientes sostenemos sobre este particular lo siguiente:

1.	Que en virtud de la práctica del Derecho Internacional del Trabajo y de la doctrina de la Organización del Trabajo, no es posible formular reservas a los Convenios Internacionales emanados de este organismo, por lo que el Ejecutivo carece de atribuciones para exceptuar ciertos aspectos de un tratado en su aplicación, siendo posible únicamente formular aclaraciones, esto es, meras precisiones que no modifican sustancialmente el tratado ni exceptúan una parte de éste en su aplicación.

2.	Que las declaraciones que promete formular el Ejecutivo al momento de la ratificación constituye un acto unilateral y discrecional de éste, quien puede o no realizarla, como igualmente incluso formularla y luego retirarla. Como lo ha indicado el Tribunal Constitucional, esta materia no está reglamentada en nuestra Constitución, y siendo un acto unilateral y absolutamente discrecional del Presidente de la República, su ejercicio no es exigible ni condicionable, salvo que vaya inserto en el mismo proyecto de acuerdo aprobatorio y el Congreso Nacional lo apruebe como un todo.

3.	Considerando la reciente jurisprudencia del Excelentísimo Tribunal Constitucional, en términos que el requerimiento debe ser interpuesto, en el caso de los tratados internacionales antes de su despacho por el Congreso Nacional, debemos entender que el tratado internacional incorporado en el proyecto de acuerdo debe ser concordante con la Constitución, con prescindencia de lo que luego decida o no hacer el Presidente de la República.

4.	A mayor abundamiento, hacemos presente a vuestra Excelencia que la declaración reconoce las inconstitucionalidades que hemos formulado, tanto en lo que respecta a transferir atribuciones públicas a los “pueblos”, al buscar negar su existencia, como en lo que dice relación a la inconstitucionalidad de los artículos 15, inciso segundo y 9 del Convenio �Nº 169.

5.	Consideramos que dichas declaraciones son ineficaces en sí, salvo para el objeto de reconocer las inconstitucionalidades que desean superar, a través de un acto unilateral, meramente discrecional, por parte del Ejecutivo, y cuyo control escapa del Tribunal Constitucional. Aceptar la tesis contraria, esto es, que el Ejecutivo ofrezca al Congreso Nacional aprobar tratados internacionales inconstitucionales, con la promesa de formular luego declaraciones o reservas, imposibilitaría todo control de constitucionalidad por el Tribunal Constitucional, y dejaría la norma en la más absoluta ineficacia, circunstancia que escapa de los más elementales principios de hermenéutica constitucional.

6.	Sostenemos que las promesas del Ejecutivo, en términos que formulará declaraciones para establecer la concordancia entre el Convenio Nº 169 y la Constitución, carecen de efecto y no pueden ser consideradas para el control de constitucionalidad, pues no constituyen una parte del proyecto de acuerdo sometido a la aprobación o rechazo del Congreso Nacional, sino que son meras declaraciones políticas que caen dentro del ámbito de atribuciones exclusivas del Presidente de la República, siendo las mismas, además, contrarias al Derecho Internacional.



II. INCONSTITUCIONALIDADES DE FONDO DEL CONVENIO Nº 169.



1.	Inconstitucionalidad total del Convenio Nº 169 por contravenir las bases de la institucionalidad de la Constitución.

a)	Consideración preliminar: El Convenio 169 y los derechos de “tercera generación”.

	Algunos autores sostienen que en el proceso de evolución de los Derechos Humanos es posible reconocer la existencia de tres generaciones de derechos. Una primera generación estaría dada por el reconocimiento por parte del Estado de los derechos o libertades civiles y derechos políticos, tales como la libertad de pensamiento, de conciencia, de expresión, de reuniones y la creciente participación política, que exigen del Estado, más que un actuar determinado, un respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana y que comprende, por ello, en principio, una inacción por parte de éste. Una segunda generación la constituirían los derechos sociales, culturales y económicos que exigen del Estado una intervención activa, en términos de satisfacer las pretensiones jurídicas, como el derecho a la seguridad social, al trabajo, a una remuneración justa y equitativa y a la educación.

	Fuera de estos dos grupos de derechos, se ha pretendido impulsar un nuevo tipo de derechos, los derechos humanos de la tercera generación, que comprenden principalmente el derecho a la paz, al desarrollo y a un ambiente libre de contaminación, como también el derecho de proteger intereses difusos, para lo cual es necesario otorgarles legitimación procesal activa a determinados entes colectivos. En quienes impulsan estos derechos de tercera generación subyace la idea, como lo indica Antonio E. Pérez Luño (La Generación de Derechos Fundamentales, en la Revista del Centro de Estudios Constitucionales Nº 10, 1991, p. 216) de limitar el “abuso de la libertad”, pues “el valor fundante de esta nueva generación de derechos, pasa por otro andarivel, que no se aglutina alrededor de la libertad, sino del freno frente al abuso, y es ello lo que motiva su aparición”.

	Los promotores de estos derechos de tercera generación, así, observan los derechos humanos desde un prisma general y colectivo, y no de los derechos humanos subjetivos, buscando limitar los derechos individuales en pos del interés colectivo, correspondiéndole a un ente colectivo determinar el ámbito y la existencia real de los derechos y libertades fundamentales de las personas.

	Hemos realizado esta reflexión introductoria, pues estamos, de esta manera, en presencia de un tratado de Derecho Internacional aprobado en 1989, a fines del conflicto ideológico entre Occidente y los socialismo reales, que pretende imponer una visión colectivista y opresiva de los derechos individuales. Se trata, así, de un tratado internacional que interpone entre los Estados y los individuos a un ente colectivo, el cual asuma la función de “representar intereses difusos” sobre la base de limitar, reglamentar y prohibir el ejercicio de los derechos y libertades de los individuos que conforman dicho ente colectivo. Esta pretensión, así, claramente repugna nuestra concepción constitucional, en la cual el individuo es la base y el fundamento de todo sistema político y regulación jurídica.

	Los derechos que consagra el Tratado Nº 169 en favor de los pueblos indígenas y tribales significan en la práctica, para los chilenos de origen indígena, que sus derechos y libertades individuales podrán ejercerse sólo en concordancia con el parecer de dichos “pueblos”, lo que constituye una limitación impropia y arbitraria, que excede el marco constitucional. Esto es tal, pues se le transfieren atribuciones propias de los poderes del Estado a diversos grupos sociológicos (cada “pueblo indígena” en particular), el que a su vez restringirá los derechos y libertades de sus integrantes. Valga a manera de ejemplo lo indicado en el artículo 17, Nº 1, del Convenio Nº 169, el cual indica que “deberán respetarse las modalidades de transmisión de los derechos sobre la tierra entre los miembros de los pueblos interesados establecidas por dichos pueblos”, lo que implica en la práctica que los chilenos de origen indígena quedarán en lo relativo a sus derechos sobre bienes inmuebles sujetos a la voluntad de la decisión que desee adoptar el ente colectivo “pueblo”, respecto del cual el Estado de Chile asume el compromiso internacional de respetar sus acuerdos sobre esta materia.

	Para ratificar lo antes indicado consideramos relevante citar al diputado señor Sergio Ojeda, quien en nombre de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, manifestó “la necesidad de reconocer la íntima relación del individuo con la cultura del pueblo al cual pertenece y de respetar la identidad cultural de ese individuo junto a la de todos los que conforman ese grupo, hace surgir la concepción de un nuevo derecho humano colectivo, cuyo sujeto receptor es el pueblo o grupo étnico del cual forma parte. Este derecho humano colectivo, por constituir un desarrollo doctrinario, ha sido llamado de tercera generación”.

b)	Contravención del Convenio Nº 169 a las Bases de la Institucionalidad de la Constitución Política de la República.

	Uno de los elementos esenciales del Convenio Nº 169 es reconocer a los pueblos indígenas o tribales en países independientes como sujetos jurídicos de derecho público, con los cuales el Estado debe necesariamente coordinar sus actividades, ya sea por la vía de consultar sus pareceres o transfiriéndoseles la capacidad de determinar sus propias prioridades y de restringir los derechos y libertades de quienes a dichos pueblos pertenecen. Por ello, el Convenio Nº 169 indica en sus considerandos que se reconocen “las aspiraciones de esos pueblos a asumir el control de sus propias instituciones y formas de vida y de su desarrollo económico”. Hacemos presente esta aclaración inicial, pues el resto del Convenio no hace sino implementar este objetivo inicial, el cual a todas luces es incompatible con nuestra estructura constitucional.

	Según el artículo 1, el Convenio se aplica a:

“a) a los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones sociales, culturales y económicas les distingan de otros sectores de la colectividad nacional, y que estén regidos total o parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones o por una legislación especial;

b)	a los pueblos en países independientes, considerados indígenas por el hecho de descender de poblaciones que habitaban en el país o en una región geográfica a la que pertenece el país en la época de la conquista o la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o partes de ellas”.

	De esta manera, el Convenio Nº 169, en concordancia con el artículo 1º, inciso segundo de la Ley Indígena, se aplicará a los mapuches, aimaras, atacameños, quechuas, collas, alacalufes, yámanas y a los pascuenses o rapa nui, constituyendo cada una de estas culturas indígenas o tribales para los efectos del Convenio Nº 169 un “pueblo”, que será reconocido como sujeto de derecho público y respecto del cual el Estado asume internacionalmente importantes compromisos.

	A lo largo del Convenio Nº 169 queda claro, que el sujeto al cual se le confieren los derechos son los “pueblos indígenas o tribales”, respecto de los cuales los Estados transfieren trascendentales atribuciones y competencias públicas. Es así como el Estado de Chile a través de su gobierno:

a)	asume “la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad” (art. 2, inciso 1), adoptando “las medidas especiales que en los casos se precisen para salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio ambiente de los pueblos interesados”, las que “no deberán ser contrarias a los deseos expresados libremente por los pueblos interesados” (art. 4, incisos 1 y 2).

b)	El artículo 5 agrega que al aplicarse “las disposiciones del presente convenio deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e instituciones de esos pueblos” insistiendo el artículo 6 que “al aplicar las disposiciones del presente convenio, los gobiernos deberán consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente” debiéndose, además, “establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en las mismas medidas que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan”, comprometiéndose además a “establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin”.

	Esta idea de reconocer a los pueblos como sujetos del derecho en este tratado internacional, dotándolos de determinadas prerrogativas que modifican la distribución de competencias públicas, se reiteran en el artículo 7 al prescribir que “los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o que utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente”.

	Es claro, Excelentísimo Tribunal Constitucional, que el Convenio Nº 169 instituye el compromiso para el Estado de Chile de reconocerles a las poblaciones indígenas chilenas el carácter de “pueblos” y, consecuentemente, de validar sus instituciones representativas y de actuar de consuno con ellas para la adopción de cualquier medida que pueda referirse a las personas, tierras, u otros elementos que componen el pueblo o que se refieren al ámbito geográfico que ocupan o que habrían ocupado.

	De esta manera, y sin mediar una reforma constitucional, se está modificando sustancialmente las bases de la institucionalidad como la estructura del Poder Público en Chile.

	Nuestra concepción de Estado se ha basado, desde nuestra declaración de la independencia, en la existencia de una unidad entre el Estado y la Nación, como igualmente en la circunstancia de que el hombre es la base de toda estructura estatal y es en quien recaen esencialmente los derechos y libertades, los que son anteriores al Estado.

	El artículo 1º de la Constitución, por ello, recoge en su integridad esta concepción jurídica y societal, pues comienza indicando que las personas nacen libre e iguales en dignidad y derechos; que la familia es el núcleo esencial de la sociedad; que el Estado reconoce y ampara a los grupos intermedios y que el mismo tiene una misión servicial. Estos grupos intermedios, sin embargo, colaboran en la realización de los intereses individuales, surgiendo desde la base.

	El artículo 5º, por su parte, hace radicar la soberanía en la Nación, realizándose su ejercicio por el pueblo, a través del plebiscito y de las elecciones periódicas, y también por las autoridades que la Constitución establece. Expresamente prescribe: “Ningún sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse su ejercicio”.

	Por el contrario, el Convenio Nº 169 pretende interponer entre el Estado y los chilenos de origen indígena a “los pueblos indígenas”, transfiriéndoles atribuciones que implican un claro ejercicio de la soberanía, comprometiéndose incluso a respetar la integridad de los valores, prácticas e instituciones de esos pueblos, según el artículo 5, letra b) del Convenio Nº 169 como igualmente a “consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente” (artículo 6, Nº 1, letra a), aspecto que limita las atribuciones legislativas del Congreso Nacional consagradas en los artículos 62 a 72 de la Constitución, e igualmente las del Consejo Regional consignadas en el artículo 102 de la Constitución, al establecerse en forma imperativa en el Art. Nº 7 Nº 1 frase final del Convenio Nº 169, que “dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente”, debiendo los gobiernos “consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas” (artículo 6, Nº 1, letra a).

	Consideramos, por ello, que el Convenio Nº 169 confiere atribuciones propias de los órganos públicos a los entes colectivos “pueblos indígenas o tribales”, en contravención a la Constitución y en desmedro de los chilenos de origen indígena que puedan pertenecer a dicho ente colectivo, incluso con prescindencia de su propia voluntad.

	Esta situación, vuestra Excelencia, además, encuentra similitud con la intención reciente de transferir atribuciones públicas a los partidos políticos a través de las elecciones primarias, proyecto de ley que el Excelentísimo Tribunal Constitucional en su integridad consideró inconstitucional. En aquella ocasión, el Tribunal indicó expresamente que el ejercicio de la soberanía está circunscrito únicamente a los casos previstos por la Constitución y en el Considerando 19 del Rol 279, reiteró:

	“19º. Que, por votación popular debe entenderse, aquel acto en que se convoca al pueblo como sinónimo de cuerpo electoral organizado, para pronunciarse sobre un asunto de interés general para la colectividad, sea a nivel nacional o local, pudiendo dicho logro asumir las más variadas formas, tales como elección de gobernantes, plebiscitos de reforma constitucional, plebiscitos municipales, consultas nacionales o locales, sean éstas vinculantes o no, revocación de actos de los órganos del Estado o destitución de sus titulares y, en fin, selección de candidatos para postular a los cargos de elección popular”.

	Cabe señalar que no existe en la concepción constitucional chilena la posibilidad de conferirle a entes colectivos, cualquiera sea su tipo, atribuciones nuevas o que limiten las competencias de los órganos públicos, salvo a través de una reforma constitucional.

	Esta interpretación del Convenio Nº 169 que hemos proporcionado no es forzada ni arbitraria, sino que incluso es compartida por quienes apoyan esta iniciativa. Como lo expresó el diputado informante señor Carlos Jarpa, en nombre de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana: “Se requiere que, a través de un estatuto jurídico, las referidas poblaciones puedan asumir el control de sus instituciones, formas de vida, desarrollo económico, y mantener y fortalecer su identidad, cultura y religión dentro del marco de los países independientes (...). Junto con ello, se les reconoce, a través de sus propias instituciones, la forma de decidir en organismos administrativos y participar en elecciones. Es decir, su derecho de participación (...). Del mismo modo, se les reconocen los derechos que les asistan en territorios de su propiedad sujetos a programas de prospección o explotación de recursos minerales -sobre cuyas actividades deberán ser informados-, como también los correspondientes a beneficios e indemnización”.

	Las afirmaciones del propio diputado informante son suficientes y reafirman lo antes indicado: estamos en presencia de un tratado internacional, que genera derechos y obligaciones para el Estado de Chile y que el mismo debe cumplir de buena fe y que lo conmina a traspasar atribuciones públicas a entes colectivos, los que limitarán los derechos de los nacionales de origen indígena, aspecto que no puede realizarse sin modificar previamente la Constitución Política de la República.

	Más allá de la conveniencia o inconveniencia de incorporar elementos de discriminación étnica a nivel nacional, el Estado de Chile no puede asumir obligaciones internacionales que puedan acarrear su responsabilidad y que contravengan la Constitución Política sin que previamente ésta haya sido modificada.

	Estas consideraciones nos llevan a sostener, dado que el principal destinatario de los derechos que consagra el Convenio Nº 169 son los pueblos indígenas y tribales en países independientes, que el Tratado es, en su integridad, contrario a la Constitución Política, por contravenir el artículo 1º, 5º, 62 a 72 y 102 de la Constitución.



2.	Inconstitucionalidad de los artículos 9 y 10 del Convenio.

	Los artículos 9 y 10 del Convenio señalan:

	“Artículo 9

1.	En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a los que los pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus miembros.

2.	Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia.



Artículo 10

1.	Cuando se impongan sanciones previstas en la legislación general a miembros de dichos pueblos deberán tenerse en cuenta sus características económicas, sociales y culturales.



2.	Deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento”.

	Los preceptos antes indicados consagran dos situaciones distintas, siendo ambas inconstitucionales, pues transgreden la norma más elemental de igualdad y de no discriminación arbitraria que consagra el artículo 19, Nº 2º de la Constitución.

	El artículo 9 del Convenio Nº 169 permite, en la medida que sea compatible con nuestro derecho interno y los derechos humanos internacionalmente reconocidos, que los pueblos interesados apliquen sus propios métodos de represión de los delitos cometidos por sus miembros, siendo la condición étnica del infractor la que determina aplicar esta norma de excepción. El inciso segundo de este artículo, sin embargo, impone no mediando la condicionante anterior, la obligación a las autoridades y los tribunales de considerar las costumbres de dichos pueblos al pronunciarse sobre materias penales. Estas reglamentaciones claramente contravienen el principio de la igualdad ante la ley, pues conminan, en forma perentoria a las autoridades y los tribunales, a considerar las costumbres de dichos pueblos en la aplicación de las sanciones penales, discriminación del todo arbitraria, ya que en razón del origen étnico del delincuente se aplicarán penas diversas a los infractores de iguales delitos, las que según sea la costumbre de dichos pueblos indígenas, pueden ser superiores o inferiores a las penas aplicables al resto de los chilenos. Además, y tal como lo indica el artículo 10 Nº 1 del Convenio, cuando se impongan sanciones previstas en la legislación general a miembros de dichos pueblos deberán tenerse en cuenta sus características económicas, sociales y culturales, debiéndose dar la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento. ¿Es acaso importante para la víctima y la sociedad, que un determinado delito sea cometido por un individuo de una etnia u otra? Es claro, vuestra Excelencia, que los artículos 9 y 10 del Convenio atentan contra el principio de igualdad ante la ley consagrado en el artículo 19, Nº 2º de la Constitución, pues constituye en sí una discriminación que carece de fundamento y razón, es arbitraria y basada en argumentos racistas, impropios de nuestros tiempos. Mal puede invocarse, que por razones de “discriminación positiva” un delincuente pueda verse beneficiado o perjudicado por razones de su origen racial.

	Estamos en presencia de una discriminación arbitraria cuando la desigualdad no obedece a la razón ni a la justicia. Vuestra Excelencia ha señalado en torno a este tema, que una discriminación es arbitraria cuando implica una diferencia irracional o contraria al bien común (Sentencia Rol 203, Considerando 11º), aspecto que se manifiesta en este caso.

	Igualmente consideramos que los artículos 9 y 10 del Convenio contravienen el mandato constitucional del artículo 19, Nº 3, incisos séptimo y octavo, al ordenar que se consideren los métodos de represión y costumbres de dichos pueblos, aspecto impreciso, que impide una tipificación cierta del hecho punible y de la sanción correspondiente.

	Resumiendo este aspecto, sostenemos que los artículos 9 y 10 del Convenio Nº 169 atentan contra el artículo 19, Nº 2º y 3º, incisos séptimo y octavo de la Constitución.



3.	Inconstitucionalidad del artículo 14 del Convenio Nº 169.

	El artículo 14 del Convenio indica:

1.	“Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. Además, en los casos apropiados, deberán tomarse medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia. A este respecto, deberá prestarse particular atención a la situación de los pueblos nómades y de los agricultores itinerantes.

2.	Los gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para determinar las tierras que los pueblos interesados ocupen tradicionalmente y garantizar la protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión.

3.	Deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para solucionar las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos interesados”.

	Este precepto contraviene el artículo 19, Nº 24º, incisos segundo y tercero de la Constitución, pues impone al Estado la obligación de reconocer el derecho de propiedad y la posesión tanto sobre las tierras que tradicionalmente ocupan, pero igualmente respecto de bienes raíces que pertenecen a terceros no indígenas, y los cuales dichos pueblos estén interesados en utilizarlos, al manifestar el inciso segundo del artículo 14 del Convenio que dicha obligación recae en el Estado incluso respecto de aquellas tierras que “los pueblos interesados ocupan tradicionalmente”. Esto es tal, pues el precepto antes citado hace referencia a lo siguiente: “Además, en los casos apropiados, deberán tomarse medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia”. Además, cabe tener presente que el artículo 13, Nº 2 del Convenio Nº 169 amplía considerablemente el concepto de “tierras”, al prescribir que “la utilización del término “tierras” en los artículos 15 y 16 deberá incluir el concepto de territorios, lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera”.

	Esta circunstancia constituye para el Estado asumir una obligación de expropiar a solicitud de un ente colectivo y en beneficio de éste, lo que transgrede el marco conceptual de la expropiación en Chile y genera un elemento que profundizará la inestabilidad del derecho de propiedad de los bienes raíces rurales.

	En consecuencia, reiteramos que consideramos que el artículo 14 del Convenio transgrede el artículo 19, Nº 24, incisos segundo y tercero de la Constitución.



4.	Inconstitucionalidad del artículo 15 del Convenio Nº 169.

	El artículo 15 del Convenio indica:

“1.	Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y conservación de dichos recursos.

2.	En caso de que pertenezcan al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades”.

	La Constitución Política de 1980 regula la propiedad minera especialmente en el artículo 19 Nº 24 de los incisos 6º, 7º, 8º, 9º y 10º, señalando:

	“El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas, comprendiéndose en éstas las covaderas, las arenas metalíferas, los salares, los depósitos de carbón e hidrocarburos y las demás sustancias fósiles, con excepción de las arcillas superficiales, no obstante la propiedad de las personas naturales o jurídicas sobre los terrenos en cuyas entrañas estuvieren situadas. Los predios superficiales estarán sujetos a las obligaciones y limitaciones que la ley señala para facilitar la exploración, la explotación y el beneficio de dichas minas.

	Corresponde a la ley determinar qué sustancias de aquellas a que se refiere el inciso precedente, exceptuados los hidrocarburos líquidos o gaseosos, pueden ser objeto de concesiones de exploración o de explotación. Dichas concesiones se constituirán siempre por resolución judicial y tendrán la duración, conferirán los derechos e impondrán las obligaciones que la ley exprese, la que tendrá el carácter de orgánica constitucional. La concesión minera obliga al dueño a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento. Su régimen de amparo será establecido por dicha ley, tenderá directa o indirectamente a obtener el cumplimiento de esa obligación y contemplará causales de caducidad para el caso de incumplimiento o de simple extinción del dominio sobre la concesión. En todo caso dichas causales y sus efectos deben estar establecidos al momento de otorgarse la concesión.

	Será de competencia exclusiva de los tribunales originarios de justicia declarar la extinción de tales concesiones. Las controversias que se produzcan respecto de la caducidad o extinción del dominio sobre la concesión serán resueltas por ellos; y en caso de caducidad, el afectado podrá requerir de la justicia la declaración de subsistencia de su derecho.

	El dominio del titular sobre su concesión minera está protegido por la garantía constitucional de que trata este número.

	La exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos que contengan sustancias no susceptibles de concesión, podrán ejecutarse directamente por el Estado o por sus empresas, o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije, para cada caso, por decreto supremo. Esta norma se aplicará también a los yacimientos de cualquier especie existentes en las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional y a los situados, en todo o en parte, en zonas que, conforme a la ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional. El Presidente de la República podrá poner término, en cualquier momento, sin expresión de causa y con la indemnización que corresponda, a las concesiones administrativas o a los contratos de operación relativos o explotaciones situadas en zonas declaradas de importancia para la seguridad nacional”.

	La Constitución Política de 1980 reiteró en términos similares a los contenidos del art. 10 Nº 10 de Carta Fundamental de 1925, luego de la reforma introducida por la ley Nº 17.240, esto es, que el Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas. De esta manera, el Estado es dueño único de ellas, con excepción de todo otro, no pudiéndose desprender de su dominio, sin perjuicio de los derechos que implica la concesión minera, ni prescribiendo su derecho de propiedad jamás, ni por goce inmemorial.

	En concreto podemos indicar, como ya lo ha prescrito el Excelentísimo Tribunal Constitucional que “el dominio del Estado sobre las minas no cambia por el hecho de que la concesión sea a plazo o de duración indefinida. La única alteración a los atributos del dominio, descrito en el inciso sexto, se efectúa por el otorgamiento de las concesiones mineras” (STC de fecha 26 de noviembre de 1981, Considerando 10º).

	Este dominio del Estado sobre las minas es sin perjuicio de la propiedad de las personas naturales o jurídicas sobre los terrenos donde se ubican estos yacimientos, los que, de acuerdo a la propia Carta Fundamental, quedan sujetos a las obligaciones y limitaciones que la ley señale para la exploración, la explotación y el beneficio de dichas minas.

	Frente al derecho del Estado sobre las minas, la Constitución reconoce y protege el derecho de los particulares para adquirir la concesión minera tanto de exploración como de explotación. En lo que respecta a las sustancias minerales concesibles, éstas se exploran y explotan a través de concesiones mineras, las que han sido especialmente reguladas por el constituyente. Las mismas son concedidas por resolución judicial a petición del interesado mediante el trámite de impedimento, por lo que se ha extraído el otorgamiento de dicha concesión del ámbito administrativo político; la concesión por la resolución judicial debe ser inscrita en el Conservador de Minas correspondiente adquiriendo desde dicho momento el carácter jurídico propiamente tal.

	Toda concesión, además, estará afecta a las causales de caducidad y extensión, las que deben, con todo, estar establecidas por la ley al momento de otorgarse la concesión.

	En consideración a las características que la Constitución dota a la concesión, éstas vienen a ser un verdadero derecho de propiedad que pertenece al titular de una concesión, que se incorpora a su patrimonio y que no puede ser privado de ella, sino que por las causales que expresamente señala la Carta Fundamental. El Estado, por ello, sólo puede privar al titular del derecho mediante el trámite de la expropiación regulado también en el artículo 19 Nº 24 de la Constitución.

	El artículo 15 del Convenio Nº 169 afecta el derecho del Estado sobre las minas, como igualmente el derecho real de quienes tienen concesiones mineras, al imponer limitaciones en favor de un grupo étnico determinado, que en la práctica condicionarán la explotación minera y exigirán compensaciones financieras.

	Como lo expresó el diputado informante señor Jarpa, en nombre de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana: “Del mismo modo, se les reconocen los derechos que les asistan en territorios de su propiedad sujetos a programas de prospección o explotación de recursos minerales -sobre cuyas actividades deberán ser informados-, como también los correspondientes a beneficios e indemnización”.

	Igualmente la propia ministra Alejandra Krauss, reconoció este problema y en la sesión 39 manifestó:

	“En efecto, el Convenio dispone en su artículo 15, número 2, que en el caso de que los recursos del subsuelo pertenezcan al Estado, situación que ocurre en nuestro ordenamiento, los gobiernos deberán establecer los procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, y siempre que sea posible, ellos deberán participar en los beneficios que reporten tales actividades. Es decir, se respeta el derecho de propiedad que tiene el Estado sobre los recursos minerales. El Convenio sólo exige que existan procedimientos de consulta a los pueblos interesados, mas no que ellos sean propietarios de un derecho preferente sobre tales recursos.

	Este alcance ha suscitado diversas intervenciones de honorables diputados, quienes han invocado la constitucionalidad de algunos preceptos, particularmente del número 2 del �artículo 15; pero bastaría adecuar la normativa interna, procediendo a modificar en forma aditiva el artículo 17 del Código de Minería, agregando un número 7º, que estableciera la necesidad de contar con la autorización del Presidente de la República, previo informe favorable de la Corporación de Desarrollo Indígena, Conadi, para ejecutar labores mineras en terrenos del dominio de los pueblos tribales. En el caso de casas y sus dependencias o de terrenos plantados de vides o árboles frutales, respecto de los cuales el artículo 15 del Código de Minería dispone que el permiso sólo puede otorgarlo el dueño, se puede modificar, con el objeto de que sólo las comunidades o personas podrán autorizar las labores mineras necesarias.

	A fin de concordar la legislación interna con los preceptos que a este respecto establece el Convenio, se ha planteado como alternativa una modificación al artículo 17 del Código de Minería, norma que establece que para ejecutar labores mineras en cementerios, parques nacionales, etcétera, se requiere de un permiso previo de la autoridad que se señala en cada caso. Por lo tanto, el titular de la concesión minera no puede actualmente ejercer sus derechos de exploración o explotación en estos casos sin la autorización correspondiente.

	De esta manera se podría modificar el Código de Minería y en especial dicho artículo, y agregar que en el caso de tierras indígenas se requerirá de la autorización del Presidente de la República, previo informe favorable de la Conadi, como señalé, con lo cual se mantendrá coherencia con la legislación vigente.

	Nuevamente hacemos presente a vuestra Excelencia que este artículo, transgrede la Constitución Política de 1980, especialmente en el artículo 19 Nº 24 de los incisos 6º, 7º, 8º, 9º y 10º, siendo las extensas declaraciones de la ministra Krauss una prueba palmaria de ello, tanto por que condicionará la explotación minera a la autorización presidencial y de la Conadi, como a la circunstancia que recae sobre una materia propia de ley orgánica constitucional.

�5.	Inconstitucionalidad del artículo 17 (2) del Convenio Nº 169.

	El artículo 17 indica en su inciso segundo:

	“2. Deberá consultarse a los pueblos interesados siempre que se considere su capacidad de enajenar sus tierras o de transmitir de otra forma sus derechos sobre estas tierras fuera de la comunidad”.

	Los diputados requirentes consideramos que este artículo transgrede el artículo 19, Nº 24 de la Constitución, pues impone a los chilenos de origen indígena una limitación a su derecho de dominio sobre bienes raíces, ya que los obliga a consultar a “sus pueblos” previamente para disponer de sus tierras fuera de sus comunidades, esto es, incluso entre indígenas provenientes de una misma etnia. Esta limitación colectiviza los derechos de propiedad de los chilenos de origen indígena, pues les impone la obligación de contar con el beneplácito de “su pueblo” para disponer de sus legítimos derechos, incluso entre indígenas. Esta circunstancia, así, se transforma en una limitación indeterminada y sujeta al capricho y cambios que dicho pueblo manifieste, lo que es inaceptable e inconstitucional. Las limitaciones al dominio, tal como lo indica el artículo 19, Nº 24 de la Constitución, sólo pueden establecerse por ley, lo que implica que una norma jurídica de rango legal es la que debe determinar, en sus elementos esenciales y en forma clara, respetando los principios constitucionales de libertad, igualdad y no discriminación arbitraria, las limitaciones al derecho de propiedad por razones de su función social.

	En el caso que motiva nuestro estudio, sin embargo, las limitaciones son impuestas por el pueblo respectivo, las que podrían tener los más disímiles fundamentos, lo que contraria los principios constitucionales de igualdad y no discriminación arbitraria y el artículo 19, Nº 24 antes citado de la Constitución.



III. INCONSTITUCIONALIDADES DE FORMA.



	Sin perjuicio de las inconstitucionalidades de fondo antes descritas, los requirentes sostenemos que el Convenio Nº 169 debió haberse aprobado con rango de ley orgánica constitucional, pues diversos de sus artículos recaen sobre materias que según el artículo 63 de la Constitución, requieren para su aprobación, modificación o derogación de la voluntad consciente de las dos Cámaras legislativas y el quórum mínimo consignado de cuatro séptimos de los diputados y senadores en ejercicio.

	Consta de las actas que acompañamos, que tanto las comisiones como la propia Sala de la Cámara de Diputados sostuvieron mayoritariamente que para su aprobación se requería únicamente de la simple mayoría de los diputados presentes, pues consideraron que el Convenio Nº 169 no contenía ninguna norma que modificara una ley de quórum especial.

	En la Constitución chilena de 1980, siguiendo la influencia de la Constitución francesa de 1958, las materias de ley están expresamente consignadas en el artículo 60 de la Constitución, entre las cuales se contempla las leyes orgánicas constitucionales, que requieren para su aprobación, modificación o derogación los cuatro séptimos de los diputados y senadores en ejercicio (artículo 63 de la Constitución).

	En el Congreso Nacional, por otra parte, se discutió durante los primeros años después de la década de los 90, cuál era el quórum para aprobar un tratado internacional, toda vez que el actual sistema constitucional chileno contempla leyes de diverso rango, esto es, leyes orgánicas constitucionales, interpretativas de la Constitución, de quórum calificado y de quórum común. En definitiva, tanto la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados como la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado decidieron que los tratados internacionales deben votarse como un todo, sin posibilidad de introducirles modificación alguna, lo que implica, en la práctica, que existiendo una o más disposiciones de rango orgánica constitucional o de quórum calificado, el tratado requiriere como quórum, aquél que establezca una exigencia mayor. Así, en caso de existir una disposición de rango orgánico constitucional contemplada en un tratado, procede siempre votar dicho tratado con el quórum de rango orgánico constitucional, toda vez que no procede la división de la votación.

	Esta materia no es de menor importancia, pues, en la práctica, ya que la concurrencia de disposiciones de rango mayor obliga a llegar a mayores consensos hacia el interior de la Cámara de Diputados y el Senado para aprobar los tratados internacionales. Además, en caso que una norma recaiga sobre materias de rango orgánico constitucional el constituyente obliga a que sea remitida al Tribunal Constitucional para su trámite preventivo de control de constitucionalidad.

	Sostenemos que el Convenio Nº 169 modifica tácitamente diversas leyes orgánicas constitucionales, siendo tales las siguientes:

a)	La Constitución indica en el artículo 19, Nº 24, incisos séptimo y siguientes, que una ley orgánica constitucional regulará lo concerniente a las concesiones mineras, aspectos que vienen a ser modificados por el artículo 15, inciso segundo del Convenio Nº 169. Hacemos presente que la propia ministro Krauss reconoció esta materia en la sesión 39ª ya citada;

b)	El artículo 102 de la Constitución señala que una ley orgánica constitucional es la que regula lo concerniente al Consejo Regional, quien ejerce las atribuciones que dicha ley le encomienda. El artículo 7, inciso segundo del Convenio, en cuanto confiere a los pueblos el derecho de participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente, viene en modificar la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional �Nº 19.175 y, en consecuencia amerita ser aprobado por quórum de ley orgánica constitucional.

c)	El artículo 71, inciso segundo de la Constitución, señala que la ley orgánica constitucional relativa al Congreso Nacional establecerá todo lo relacionado con la tramitación interna de la ley. El artículo 6, inciso primero del Convenio instituye el deber de los Gobiernos (el Estado de Chile), de consultar a los pueblos interesados cada vez que se prevean medidas legislativas susceptibles de afectarles directamente, lo que implicaría una modificación al procedimiento de tramitación de la ley.

d)	El artículo 19, Nº 11, inciso final de la Constitución ordena que una ley orgánica constitucional establecerá los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de los niveles de la enseñanza escolar. La modificación de dichos contenidos mínimos, como lo pretende el artículo 22, incisos segundo y tercero, debe realizarse necesariamente con una norma de rango orgánica constitucional.

	Hacemos presentar a vuestra Excelencia que el Convenio Nº 169 fue aprobado como norma de ley común, aun cuando formalmente los votos emitidos favorablemente excedieran del mínimo exigido para tal objeto. Ello afecta el artículo 63 de la Constitución. Además, el Poder Legislativo no pretende enviarlo ante vuestra Excelencia de conformidad al artículo 82, Nº 2 de la Constitución, lo que afecta las atribuciones del Excelentísimo Tribunal Constitucional como guardián de la constitucionalidad.

	Asumiendo el Estado de Chile la obligación internacional de modificar diversas materias de rango orgánico constitucional, no cabe sino que exigir que el tratado internacional se aprobara igualmente por dicho quórum. Por ello sostenemos que, fuera de las inconstitucionalidades de fondo antes expresadas, el Convenio Nº 169 lo es igualmente en la forma, por no aprobarse con rango de ley orgánica constitucional y afectar el control obligatorio de constitucionalidad del artículo 82, Nº 1 de la Constitución.

	Por tanto, con el mérito de lo expuesto, así como en virtud de las disposiciones constitucionales citadas, especialmente lo dispuesto en el artículo 82 Nº 2 e inciso cuarto de dicho artículo de la Constitución Política y de acuerdo a lo indicado en los artículos 38 y siguientes de la ley Nº 17.997 Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional del 19 de mayo de 1981,

	A vuestra Excelencia solicitamos, se sirva tener por interpuesto el presente requerimiento, darle curso y, en definitiva, acogerlo íntegramente, declarando que es inconstitucional el Convenio Nº 169 sobre pueblos indígenas y tribales, en países independientes, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo en Ginebra, el 27 de junio de 1989, boletín �Nº 233-10, por contravenir los artículos 1º, 5º, 6º, 19 Nº 2º, 19, Nº 3º, 19 Nº 11, 19, Nº 24, 62 a 72 y 102 de la Constitución.

	Primer otrosí: Rogamos a vuestra Excelencia tener por acompañados los siguientes documentos: Actas de las sesiones de la honorable Cámara de Diputados en las que constan los informes de las Comisiones de Derechos Humanos y de Relaciones Exteriores como igualmente aquellas en que se discutió y votó el proyecto de acuerdo sobre el Convenio Nº 169 de la OIT.

	Segundo otrosí: Sírvase vuestra Excelencia tener presente que este requerimiento lo hacemos habiendo cumplido los requisitos que, al efecto, exige la Carta Fundamental y la Ley Orgánica Constitucional respectiva y que vuestra Excelencia ha precisado en diversas sentencias, esto es que:

1.	Se ha suscitado una cuestión de constitucionalidad, es decir, un desacuerdo, una discrepancia sobre la preceptiva constitucional, en el seno del Poder Legislativo. Las normas constitucionales respecto de las cuales hay discrepancia son los artículos 1º, 5º, 6º, 19 �Nº 2º, 19, Nº 3º, 19, Nº 11, 19, Nº 24, 71 y 102 de la Constitución.

2.	Dicha discrepancia se ha producido en relación al Convenio de Acuerdo Nº 169 en su totalidad, como respecto de determinadas disposiciones del proyecto, tanto en la forma como en el fondo.

3.	Se trata de discrepancias precisas y concretas.

4.	La cuestión de constitucionalidad se ha suscitado durante la tramitación del proyecto de ley tanto en la Comisión de Relaciones Exteriores de la honorable Cámara de Diputados, como igualmente durante el transcurso de la discusión del proyecto de acuerdo en la Sala de dicha Corporación.

5.	Que el proyecto de acuerdo se encuentra en actual tramitación ante el honorable Senado.

	Acompañamos al final de este escrito, la nómina de los diputados firmantes del presente requerimiento, con certificado de la Secretaría de la Cámara de Diputados sobre el hecho de encontrarnos en ejercicio y de constituir la proporción de diputados que exige la Constitución para presentar este requerimiento. Asimismo, hacemos presente que el secretario de la honorable Cámara de Diputados ha procedido a la autorización de nuestras firmas.

	Tercer otrosí: Para todos los efectos de la tramitación de este requerimiento designamos como nuestro representante al honorable diputado Gustavo Alessandri Valdés, domiciliado para estos efectos en el edificio del Congreso Nacional, Avenida Pedro Montt s/n, ciudad de Valparaíso”.

	“Certifica que, confrontadas las firmas consignadas en las páginas precedentes con el registro oficial que se guarda en la Secretaría de la Corporación, éstas pertenecen a los siguientes honorables diputados y diputadas: Gustavo Alessandri Valdés, Claudio Alvarado Andrade, Pedro Álvarez-Salamanca Büchi, Mario Bertolino Rendic, Alberto Cardemil �Herrera, Juan Antonio Coloma Correa, Sergio Correa de la Cerda, María Angélica Cristi Marfil, Eduardo Díaz del Río, Alberto Espina Otero, Haroldo Fossa Rojas, Pablo Galilea Carrillo, René García García, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, María Pía Guzmán Mena, Carlos Kuschel Silva, Cristián Leay Morán, Pablo Longueira Montes, Rosauro Martínez Labbé, Patricio Melero Abaroa, Darío Molina Sanhueza, Luis Monge Sánchez, Jaime Orpis Bouchón, Osvaldo Palma Flores, Lily Pérez San Martín, Baldo Prokurica Prokurica, Carlos Recondo Lavanderos, Manuel Rojas Molina, Alfonso Vargas Lyng, Osvaldo Vega Vera y Carlos Vilches Guzmán, quienes a la fecha se encuentran en ejercicio.

	Certifica, asimismo, que los diputados que suscriben constituyen más de la cuarta parte de los miembros en ejercicio.



	Valparaíso, 6 de julio de 2000.



	(Fdo.): CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados”.



�Santiago, 10 de julio de 2000.



	Oficio Nº 1518



Excelentísimo señor

Presidente de la República:



	Tengo el honor de poner en conocimiento de vuestra Excelencia que con fecha 7 de julio del presente se interpuso ante este Tribunal un requerimiento por más de la cuarta parte en ejercicio de los miembros de la honorable Cámara de Diputados, a fin de que se declare inconstitucional el Convenio Nº 169, sobre pueblos indígenas y tribales, en países independientes, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo en Ginebra, el 27 de junio de 1989, boletín Nº 233-10, por contravenir los artículos 1º, 5º, 19º, Nº 2, 3º, 11º, 16º y 24º, 62 a 72, 82, Nº 1 y 102, de la Constitución Política de la República en razón de los fundamentos de hecho y de derecho que se expresan en el requerimiento, y que, a título extraoficial me permito adjuntar a vuestra Excelencia junto con los antecedentes que los requirentes han acompañado a su presentación.

	Debo hacer presente a vuestra Excelencia que este Tribunal tomará oficialmente conocimiento del requerimiento que se trata en su sesión ordinaria del día miércoles 12 de julio en curso.



	Dios guarde a V.E.,



	(Fdo.): OSVALDO FAÚNDEZ VALLEJOS, Presidente; RAFAEL LARRAÍN CRUZ, Secretario.

�A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

DON RICARDO LAGOS ESCOBAR

PALACIO DE LA MONEDA

PRESENTE”.



	“Santiago, doce de julio de dos mil.



	Vistos y considerando:



1º	Que el artículo 39 de la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, exige que el requerimiento contenga una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho que le sirven de apoyo, agregando que se señalará en forma precisa la cuestión de constitucionalidad y, en su caso, el vicio o vicios de inconstitucionalidad que se aducen, con indicación de las normas que se estiman transgredidas.

	A continuación la misma disposición exige, para el caso sub lite, que se acompañe el tratado con indicación precisa de la parte impugnada.

2º	Que del texto del requerimiento se desprende que se aducen inconstitucionalidades que afectarían al tratado como un todo y otras que, por el contrario, se refieren a artículos determinados.

	En su parte petitoria se solicita que se acoja íntegramente el requerimiento declarado por este Tribunal que es inconstitucional el Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales.

3º	Que el requerimiento en la forma que ha sido presentado no cumple con el presupuesto de admisibilidad exigido por el citado artículo 39, toda vez que en el cuerpo del escrito se invocan o aducen inconstitucionalidades precisas y concretas que afectarían a determinadas normas del tratado como son los artículos 9º, 10º, 14º, 15º y 17º, 2, y por otra parte, su inconstitucionalidad general, que se desarrolla en los Párrafos II, Nº 1, y III del mismo. En su parte petitoria, en cambio, y sin que medie ninguna reflexión, se solicita la inconstitucionalidad del tratado internacional como un todo, sin hacerse mención a qué ocurre con las inconstitucionalidades de normas específicas invocadas.

	En consecuencia, para que el reclamo cumpla con los requisitos de admisibilidad, es necesario que se armonice el cuerpo de la presentación con la parte petitoria del requerimiento.

	A su turno, tampoco se cumple con la exigencia contenida en el inciso final del artículo 39 del mismo cuerpo legal, en cuanto no se acompaña el texto del proyecto de acuerdo que contiene el tratado que se impugna.

	Se declara: Que no se admite a tramitación el requerimiento en conformidad con lo dispuesto en el artículo 41, inciso primero, de la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, sin perjuicio de lo que dispone el inciso segundo de dicho precepto.

	Notifíquese al representante de los requirentes.

	Pronunciada por el Excelentísimo Tribunal Constitucional integrado por su Presidente don Osvaldo Faúndez Vallejos y por sus ministros señores Eugenio Valenzuela Somarriva, señora Luz Bulnes Aldunate, Servando Jordán López, Juan Colombo Campbell y Hernán Álvarez García. Autoriza el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larraín Cruz”.



�	Santiago, 13 de julio de 2000



	Oficio Nº 1519



	Señor Diputado:



	Tengo el honor de transcribir a US. la resolución dictada por este Tribunal, en el requerimiento presentado en contra del Convenio Nº 169, sobre pueblos indígenas y tribales, adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, cuyo texto es el siguiente:



	Santiago, doce de julio de dos mil.



	Vistos y considerando:



1º	Que el artículo 39 de la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, exige que el requerimiento contenga una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho que le sirven de apoyo, agregando que se señalará en forma precisa la cuestión de constitucionalidad y, en su caso, el vicio o vicios de inconstitucionalidad que se aducen, con indicación de las normas que se estiman transgredidas.

	A continuación la misma disposición exige, para el caso sub lite, que se acompañe el tratado con indicación precisa de la parte impugnada.

2º	Que del texto del requerimiento se desprende que se aducen inconstitucionalidades que afectarían al tratado como un todo y otras que, por el contrario, se refieren a artículos determinados.

	En su parte petitoria se solicita que se acoja íntegramente el requerimiento declarando por este Tribunal que es inconstitucional el Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales.

3º	Que el requerimiento en la forma que ha sido presentado no cumple con el presupuesto de admisibilidad exigido por el citado artículo 39, toda vez que en el cuerpo del escrito se invocan o aducen inconstitucionalidades precisas y concretas que afectarían a determinadas normas del tratado como son los artículos 9º, 10º, 14º, 15º y 17º, 2 y, por otra parte, su inconstitucionalidad general, que se desarrolla en los Párrafos II, Nº 1 y III del mismo. En su parte petitoria, en cambio, y sin que medie ninguna reflexión, se solicita la inconstitucionalidad del tratado internacional como un todo, sin hacerse mención a qué ocurre con las inconstitucionalidades de normas específicas invocadas.

	En consecuencia, para que el reclamo cumpla con los requisitos de admisibilidad, es necesario que se armonice el cuerpo de la presentación con la parte petitoria del requerimiento.

	A su turno, tampoco se cumple con la exigencia contenida en el inciso final del artículo 39 del mismo cuerpo legal, en cuanto no se acompaña el texto del proyecto de acuerdo que contiene el tratado que se impugna.

	Se declara: Que no se admite a tramitación el requerimiento en conformidad con lo dispuesto en el artículo 41, inciso primero, de la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, sin perjuicio de lo que dispone el inciso segundo de dicho precepto.

	Notifíquese al representante de los requirentes”.



	Dios guarde a US.,



	(Fdo.): OSVALDO FAÚNDEZ VALLEJOS, Presidente; RAFAEL LARRAÍN CRUZ, Secretario.



AL SEÑOR DIPUTADO

DON GUSTAVO ALESSANDRI VALDÉS

PRESENTE”.

�	“En lo principal: Armonizan la parte petitoria del requerimiento con el cuerpo de la presentación. Otrosí: Acompañan el texto del proyecto de acuerdo que contiene el tratado que se impugna.

	Excelentísimo tribunal constitucional.

	Gustavo Alessandri Valdés, diputado, en representación de los requirentes al Excelentísimo Tribunal Constitucional respetuosamente digo:

	Vengo en armonizar la parte petitoria con el cuerpo de la presentación, haciendo presente a vuestra Excelencia que consideramos inconstitucional el Convenio Nº 169 tanto en su totalidad, como igualmente determinadas normas específicas contenidas en el mismo, por razones de forma y fondo, por contravenir la Constitución Política de la República, en los términos del requerimiento ya presentado ante V.E.

	Por tanto, con el mérito de lo expuesto y de acuerdo a lo indicado en el artículo 41 de la ley Nº 17.997 Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional del 19 de mayo de 1981,

	A vuestra Excelencia solicitamos, se sirva tener por interpuesto el presente requerimiento, darle curso y, en definitiva, acogerlo íntegramente, declarando que el Convenio Nº 169 sobre pueblos indígenas y tribales, en países independientes, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo en Ginebra, el 27 de junio de 1989, boletín Nº 233-10 es inconstitucional en su totalidad por contravenir el artículo 1º, 5º, 62 a 72 y 102 de la Constitución, sin perjuicio de declarar, en ausencia de dicha inconstitucionalidad total, que los siguientes �artículos del Convenio Nº 169 son inconstitucionales en el fondo o en la forma por estar en contradicción con las disposiciones constitucionales que se indican:

a)	los artículos 9 y 10 del Convenio con el artículo 19, Nº 2º y 3º, incisos séptimo y octavo de la Constitución;

b)	el artículo 14 del Convenio con el artículo 19, Nº 24, incisos segundo y tercero de la Constitución;

c)	el artículo 15 del Convenio con el artículo 19 Nº 24, incisos 6º, 7º, 8º, 9º y 10º de la Constitución;

d)	el artículo 17, inciso segundo del Convenio con el artículo 19, Nº 24 de la Constitución;

e)	el artículo 7, inciso segundo del Convenio con el artículo 102 de la Constitución;

f)	el artículo 6, inciso primero del Convenio con el artículo 71, inciso segundo de la Constitución;

g)	el artículo 22, incisos segundo y tercero del Convenio con el artículo 19, Nº 11, inciso final de la Constitución.

	Otrosí: Sírvase V.E. tener por acompañado el texto del proyecto de acuerdo que contiene el tratado que se impugna”.



�CONVENIO Nº 169

SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES EN PAÍSES INDEPENDIENTES



	La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo:

	Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 7 de junio de 1989, en su septuagésima sexta reunión;

	Observando las normas internacionales enunciadas en el Convenio y en la recomendación sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957;

	Recordando los términos de la Declaración Universal de Derechos Humanos, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y de los numerosos instrumentos internacionales sobre la prevención de la discriminación;

	Considerando que la evolución del derecho internacional desde 1957 y los cambios sobrevenidos en la situación de los pueblos indígenas y tribales en todas las regiones del mundo hacen aconsejable adoptar nuevas normas internacionales en la materia, a fin de eliminar la orientación hacia la asimilación de las normas anteriores;

	Reconociendo las aspiraciones de esos pueblos a asumir el control de sus propias instituciones y formas de vida y de su desarrollo económico y a mantener y fortalecer sus identidades, lenguas y religiones, dentro del marco de los Estados en que viven;

	Observando que en muchas partes del mundo esos pueblos no pueden gozar de los derechos humanos fundamentales en el mismo grado que el resto de la población de los Estados en que viven y que sus leyes, valores, costumbres y perspectivas han sufrido a menudo una erosión;

	Recordando las particular contribución de los pueblos indígenas y tribales a la diversidad cultural, a la armonía social y ecológica de la humanidad y a la cooperación y comprensión internacionales;

	Observando que las disposiciones que siguen han sido establecidas con la colaboración de las Naciones Unidas, de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura y de la Organización Mundial de la Salud, así como del Instituto Indigenista Interamericano, a los niveles apropiados y en sus esferas respectivas, y que se tiene el propósito de continuar esa colaboración a fin de promover y asegurar la aplicación de estas disposiciones;

	Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones sobre la revisión parcial del Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957 (num. 107), cuestión que constituye el cuarto punto del orden del día de la reunión, y

	Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio internacional que revise el Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957, 

	adopta, con fecha 27 de junio de mil novecientos ochenta y nueve, el siguiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989:



�PARTE I. POLÍTICA GENERAL



Artículo 1

1.	El presente Convenio se aplica:

a)	a los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones sociales, culturales y económicas les distingan de otros sectores de la colectividad nacional, y que estén regidos total o parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones o por una legislación especial;

b)	a los pueblos en países independientes, considerados indígenas por el hecho de descender de poblaciones que habitaban en el país o en una región geográfica a la que pertenece el país en la época de la conquista o la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.

2.	La conciencia de su identidad indígena o tribal deberá considerarse un criterio fundamental para determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones del presente Convenio.

3.	La utilización del término “pueblos” en este Convenio no deberá interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el derecho internacional.



Artículo 2

1.	Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad.

2.	Esta acción deberá incluir medidas:

a)	que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar, en pie de igualdad, de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás miembros de la población;

b)	que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres y tradiciones, y sus instituciones;

c)	que ayuden a los miembros de los pueblos interesados a eliminar las diferencias socio-económicas que puedan existir entre los miembros indígenas y los demás miembros de la comunidad nacional, de una manera compatible con sus aspiraciones y formas de vida.



Artículo 3

1.	Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los derechos humanos y libertades fundamentales sin obstáculos ni discriminación. Las disposiciones de este Convenio se aplicarán sin discriminación a los hombres y mujeres de esos pueblos.

2.	No deberá emplearse ninguna forma de fuerza o de coerción que viole los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos interesados, incluidos los derechos contenidos en el presente Convenio.



�Artículo 4

1.	Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio ambiente de los pueblos interesados.

2.	Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a los deseos expresados libremente de los pueblos interesados.

3.	El goce sin discriminación de los derechos generales de ciudadanía no deberá sufrir menoscabo alguno como consecuencia de tales medidas especiales.



Artículo 5

	Al aplicar las disposiciones del presente Convenio:

a)	deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, culturales, religiosos y espirituales propios de dichos pueblos y deberá tomarse debidamente en consideración la índole de los problemas que se les plantean tanto colectivamente como individualmente;

b)	deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e instituciones de esos pueblos;

c)	deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pueblos interesados, medidas encaminadas a allanar las dificultades que experimenten dichos pueblos al afrontar nuevas condiciones de vida y de trabajo.



Artículo 6

1.	Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:

a)	consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente;

b)	establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan;

c)	establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin.

2.	Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.



Artículo 7

1.	Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente.

2.	El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación de los pueblos interesados, con su participación y cooperación, deberá ser prioritario en los planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales de desarrollo para estas regiones deberán también elaborarse de modo que promuevan dicho mejoramiento.

3.	Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas.

4.	Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan.



Artículo 8

1.	Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse debidamente en consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario.

2.	Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio.

3.	La aplicación de los párrafos 1 y 2 de este artículo no deberá impedir a los miembros de dichos pueblos ejercer los derechos reconocidos a todos los ciudadanos del país y asumir las obligaciones correspondientes.



Artículo 9

1.	En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a los que los pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus miembros.

2.	Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia.



Artículo 10

1.	Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a miembros de dichos pueblos deberán tenerse en cuenta sus características económicas, sociales y culturales.

2.	Deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento.



Artículo 11

	La ley deberá prohibir y sancionar la imposición a miembros de los pueblos interesados de servicios personales obligatorios de cualquier índole, remunerados o no, excepto en los casos previstos por la ley para todos los ciudadanos.



Artículo 12

	Los pueblos interesados deberán tener protección contra la violación de sus derechos, y poder iniciar procedimientos legales, sea personalmente o bien por conducto de sus organismos representativos, para asegurar el respeto efectivo de tales derechos. Deberán tomarse medidas para garantizar que los miembros de dichos pueblos puedan comprender y hacerse comprender en procedimientos legales, facilitándoles si fuere necesario intérpretes u otros medios eficaces.



PARTE II. TIERRAS



Artículo 13

1.	Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los gobiernos deberán respetar la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera, y en particular, los aspectos colectivos de esa relación.

2.	La utilización del término “tierras” en los artículos 15 y 16 deberá incluir el concepto de territorios, lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera.



Artículo 14

1.	Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. Además, en los casos apropiados, deberán tomarse medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia. A este respecto, deberá prestarse particular atención a la situación de los pueblos nómadas y de los agricultores itinerantes.

2.	los gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para determinar las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garantizar la protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión.

3.	Deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico-nacional para decidir las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos interesados.



Artículo 15

1.	Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y conservación de dichos recursos.

2.	En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades.



Artículo 16

1.	A reserva de lo dispuesto en los párrafos siguientes de este artículo, los pueblos interesados no deberán ser trasladados de las tierras que ocupan.

2.	Cuando excepcionalmente el traslado y la reubicación de esos pueblos se consideren necesarios, sólo deberán efectuarse con su consentimiento, dado libremente y con pleno conocimiento de causa. Cuando no pueda obtenerse su consentimiento, el traslado y la reubicación sólo deberá tener lugar al término de procedimientos adecuados establecidos por la legislación nacional, incluidas encuestas públicas, cuando haya lugar, en que los pueblos interesados tengan la posibilidad de estar efectivamente representados.

3.	Siempre que sea posible, estos pueblos deberán tener el derecho de regresar a sus tierras tradicionales en cuanto dejen de existir las causas que motivaron su traslado y reubicación.

4.	Cuando el retorno no sea posible, tal como se determine por acuerdo o, en ausencia de tales acuerdos, por medio de procedimientos adecuados, dichos pueblos deberán recibir, en todos los casos posibles, tierras cuya calidad y cuyo estatuto jurídico sean por lo menos iguales a los de las tierras que ocupaban anteriormente, y que les permitan subvenir a sus necesidades y garantizar su desarrollo futuro. Cuando los pueblos interesados prefieran recibir una indemnización en dinero o en especie, deberá concedérseles dicha indemnización, con las garantías apropiadas.

5.	Deberá indemnizarse plenamente a las personas trasladadas y reubicadas por cualquier pérdida o daño que hayan sufrido como consecuencia de su desplazamiento.



Artículo 17

1.	Las modalidades de transmisión de los derechos sobre la tierra entre los miembros de los pueblos interesados, establecidas por dicho pueblos, deberán respetarse.

2.	Deberá consultarse a los pueblos interesados siempre que se considere su capacidad de enajenar sus tierras o de transmitir de otra forma sus derechos sobre estas tierras fuera de su comunidad.

3.	Deberá impedirse que personas extrañas a esos pueblos puedan aprovecharse de las costumbres de esos pueblos o de su desconocimiento de las leyes por parte de sus miembros para arrogarse la propiedad, la posesión o el uso de las tierras pertenecientes a ellos.



Artículo 18

	La ley deberá prever sanciones apropiadas contra toda instrucción no autorizada en las tierras de los pueblos interesados o todo uso no autorizado de las mismas por personas ajenas a ellos, y los gobiernos deberán tomar medidas para impedir tales infracciones.



Artículo 19

	Los programas agrarios nacionales deberán garantizar a los pueblos interesados condiciones equivalentes a las que disfruten otros sectores de la población, a los efectos de:

a)	la asignación de tierras adicionales a dichos pueblos cuando las tierras de que dispongan sean insuficientes para garantizarles los elementos de una existencia normal o para hacer frente a su posible crecimiento numérico;

b)	el otorgamiento de los medios necesarios para el desarrollo de las tierras que dichos pueblos ya poseen.



�PARTE III. CONTRATACIÓN Y CONDICIONES DE EMPLEO



Artículo 20

1.	Los gobiernos deberán adoptar, en el marco de su legislación nacional y en cooperación con los pueblos interesados, medidas especiales para garantizar a los trabajadores pertenecientes a esos pueblos una protección eficaz en materia de contratación y condiciones de empleo, en la medida en que no estén protegidos eficazmente por la legislación aplicable a los trabajadores en general.

2.	Los gobiernos deberán hacer cuanto esté en su poder por evitar cualquier discriminación entre los trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados y los demás trabajadores, especialmente en lo relativo a:

a)	acceso al empleo, incluidos los empleos calificados y las medidas de promoción y de ascenso;

b)	remuneración igual por trabajo de igual valor;

c)	asistencia médica y social, seguridad e higiene en el trabajo, todas las prestaciones de seguridad social y demás prestaciones derivadas del empleo, así como la vivienda;

d)	derecho de asociación, derecho a dedicarse libremente a todas las actividades sindicales para fines lícitos, y derecho a concluir convenios colectivos con empleadores o con organizaciones de empleadores.

3.	Las medidas adoptadas deberán en particular garantizar que:

a)	los trabajadores que pertenecen a los pueblos interesados, incluidos los trabajadores estacionales, eventuales y migrantes empleados en la agricultura o en otras actividades, así como los empleados por contratistas de mano de obra, gocen de la protección que confieren la legislación y la práctica nacionales a otros trabajadores de estas categorías en los mismos sectores, y sean plenamente informados de sus derechos con arreglo a la legislación laboral y de los recursos de que disponen;

b)	los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sometidos a condiciones de trabajo peligrosas para su salud, en particular como consecuencia de su exposición a plaguicidas o a otras sustancias tóxicas;

c)	los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sujetos a sistemas de contratación coercitivos, incluidas todas las formas de servidumbre por deudas;

d)	los trabajadores pertenecientes a estos pueblos gocen de igualdad de oportunidades y de trato para hombres y mujeres en el empleo y de protección contra el hostigamiento sexual.

4.	Deberá prestarse especial atención a la creación de servicios adecuados de inspección del trabajo en las regiones donde ejerzan actividades asalariadas trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados, a fin de garantizar el cumplimiento de las disposiciones de esta parte del presente Convenio.



Artículo 25

1.	Los gobiernos deberán velar por que se pongan a disposición de los pueblos interesados servicios de salud adecuados o proporcionar a dichos pueblos los medios que les permitan organizar y prestar tales servicios bajo su propia responsabilidad y control, a fin de que puedan gozar del máximo nivel posible de salud física y mental.

2.	Los servicios de salud deberán, en la medida de lo posible, organizarse a nivel comunitario. Estos servicios deberán planearse y administrarse en cooperación con los pueblos interesados y tener en cuenta sus condiciones económicas, geográficas, sociales y culturales, así como sus métodos de prevención, prácticas curativas y medicamentos tradicionales.

3.	El sistema de asistencia sanitaria deberá dar la preferencia a la formación y al empleo de personal sanitario de la comunidad local y centrarse en los cuidados primarios de salud, manteniendo al mismo tiempo estrechos vínculos con los demás niveles de asistencia sanitaria.

4.	La prestación de tales servicios de salud deberá coordinarse con las demás medidas sociales, económicas y culturales que se tomen en el país.



PARTE VI. EDUCACIÓN Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN



Artículo 26

	Deberán adoptarse medidas para garantizar a los miembros de los pueblos interesados la posibilidad de adquirir una educación a todos los niveles, por lo menos en pie de igualdad con el resto de la comunidad nacional.



Artículo 27

1.	Los programas y los servicios de educación destinados a los pueblos interesados deberán desarrollarse y aplicarse en cooperación con estos últimos a fin de responder a sus necesidades particulares, y deberán abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas de valores y todas sus demás aspiraciones sociales, económicas y culturales.

2.	La autoridad competente deberá asegurar la formación de miembros de estos pueblos y su participación en la formulación y ejecución de programas de educación, con miras a transferir progresivamente a dichos pueblos la responsabilidad de la realización de esos programas, cuando haya lugar.

3.	Además, los gobiernos deberán reconocer el derecho de esos pueblos a crear sus propias instituciones y medios de educación, siempre que tales instituciones satisfagan las normas mínimas establecidas por la autoridad competente en consulta con esos pueblos. Deberán facilitárseles recursos apropiados con tal fin.



Artículo 28

1.	Siempre que sea viable, deberá enseñarse a los niños de los pueblos interesados a leer y a escribir en su propia lengua indígena o en la lengua que más comúnmente se hable en el grupo a que pertenezcan. Cuando ello no sea viable, las autoridades competentes deberán celebrar consultas con esos pueblos con miras a la adopción de medidas que permitan alcanzar este objetivo.

2.	Deberán tomarse medidas adecuadas para asegurar que esos pueblos tengan la oportunidad de llegar a dominar la lengua nacional o una de las lenguas oficiales del país.

3.	Deberán adoptarse disposiciones para preservar las lenguas indígenas de los pueblos interesados y promover el desarrollo y la práctica de las mismas.



Artículo 29

	Un objetivo de la educación de los niños de los pueblos interesados deberá ser impartirles conocimientos generales y aptitudes que les ayuden a participar plenamente y en pie de igualdad en la vida de su propia comunidad y en la de la comunidad nacional.

�Artículo 30

1.	Los gobiernos deberán adoptar medidas acordes a las tradiciones y culturas de los pueblos interesados, a fin de darles a conocer sus derechos y obligaciones, especialmente en lo que atañe al trabajo, a las posibilidades económicas, a las cuestiones de educación y salud, a los servicios sociales y a los derechos dimanantes del presente Convenio.

2.	A tal fin, deberá recurrirse, si fuere necesario, a traducciones escritas y a la utilización de los medios de comunicación de masas en las lenguas de dichos pueblos.



Artículo 31

	Deberán adoptarse medidas de carácter educativo en todos los sectores de la comunidad nacional, y especialmente en los que estén en contacto más directo con los pueblos interesados, con objeto de eliminar los prejuicios que pudieran tener con respecto a esos pueblos. A tal fin, deberán hacerse esfuerzos por asegurar que los libros de historia y demás material didáctico ofrezcan una descripción equitativa, exacta e instructiva de las sociedades y cultural de los pueblos interesados.



PARTE VII. CONTACTOS Y COOPERACIÓN A TRAVÉS DE LAS FRONTERAS



Artículo 32

	Los gobiernos deberán tomar medidas apropiadas, incluso por medio de acuerdos internacionales, para facilitar los contactos y la cooperación entre pueblos indígenas y tribales a través de las fronteras, incluidas las actividades en las esferas económica, social, cultural, espiritual y del medio ambiente.



PARTE VIII. ADMINISTRACIÓN



Artículo 33

1.	La autoridad gubernamental responsable de las cuestiones que abarca el presente Convenio deberá asegurarse de que existen instituciones u otros mecanismos apropiados para administrar los programas que afecten a los pueblos interesados, y de que tales instituciones o mecanismos disponen de los medios necesarios para el cabal desempeño de sus funciones.

2.	Tales programas deberán incluir:

a)	la planificación, coordinación, ejecución y evaluación, en cooperación con los pueblos interesados, de las medidas previstas en el presente Convenio;

b)	la proposición de medidas legislativas y de otra índole a las autoridades competentes y el control de la aplicación de las medidas adoptadas en cooperación con los pueblos interesados.



PARTE IX. DISPOSICIONES GENERALES



Artículo 34

	La naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto al presente Convenio deberán determinar con flexibilidad, tomando en cuenta las condiciones propias de cada país.



Artículo 35

	La aplicación de las disposiciones del presente Convenio no deberá menoscabar los derechos y las ventajas garantizados a los pueblos interesados en virtud de otros convenios y recomendaciones, instrumentos internacionales, tratados, o leyes, laudos, costumbres o acuerdos nacionales.



PARTE X. DISPOSICIONES FINALES



Artículo 36

	Este Convenio revisa el Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957.



Artículo 37

	Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.



Artículo 38

1.	Este Convenio obligará únicamente a aquellos miembros de la Organización Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General.

2.	Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos miembros hayan sido registradas por el Director General.

3.	Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada miembro, doce meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.



Artículo 39

1.	Todo miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración de un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha en que se haya registrado.

2.	Todo miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año después de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada período de diez años, en las condiciones previstas en este artículo.



Artículo 40

1.	El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos los miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los miembros de la Organización.

2.	Al notificar a los miembros de la Organización el registro de la segunda ratificación que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio.



Artículo 41

	El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre todas las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes.



Artículo 42

	Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial.



Artículo 43

1.	En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en contrario:

a)	la ratificación, por un miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el �artículo 39 siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor;

b)	a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los miembros.

2.	Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para los miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor.



Artículo 44

	Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas



-o-



	Conforme con su original.



	(Fdo.): EDMUNDO VARGAS CARREÑO, Subsecretario de Relaciones Exteriores”.



	“Acompaña documento que indica:



	Excelentísimo Tribunal Constitucional.



	Gustavo Alessandri Valdés, diputado, en representación de los requirentes al Excelentísimo Tribunal Constitucional respetuosamente digo:

	Sírvase vuestra Excelencia tener por acompañado el texto completo del proyecto de acuerdo que contiene el tratado que se impugna.

	Por tanto, con el mérito de lo expuesto

	Solicito a vuestra Excelencia, tenerlo por acompañado”.



�CONVENIO Nº 169

SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES EN PAÍSES INDEPENDIENTES



	La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo:

	Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 7 de junio de 1989, en su septuagésima sexta reunión;

	Observando las normas internacionales enunciadas en el Convenio y en la recomendación sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957;

	Recordando los términos de la declaración universal de derechos humanos del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y de los numerosos instrumentos internacionales sobre la prevención de la discriminación;

	Considerando que la evolución del derecho internacional desde 1957 y los cambios sobrevenidos en la situación de los pueblos indígenas y tribales en todas las regiones del mismo hacen aconsejable adoptar nuevas normas internacionales en la materia, a fin de eliminar la orientación hacia la asimilación de las normas anteriores;

	Reconociendo las aspiraciones de esos pueblos a asumir el control de sus propias instituciones y formas de vida y de su desarrollo económico y a mantener y fortalecer sus identidades, lenguas y religiones, dentro del marco de los Estados en que viven;

	Observando que en muchas partes del mundo esos pueblos no pueden gozar de los derechos humanos fundamentales en el mismo grado que el resto de la población de los Estados en que viven y que sus leyes, valores, costumbres y perspectivas han sufrido a menudo una erosión;

	Recordando la particular contribución de los pueblos indígenas y tribales a la diversidad cultural, a la armonía social y ecológica de la humanidad y a la cooperación y comprensión internacionales;

	Observando que las disposiciones que siguen han sido establecidas con la colaboración de las Naciones Unidas, de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura y de la Organización Mundial de la Salud, así como del Instituto Indigenista Interamericano, a los niveles apropiados y en sus esferas respectivas, y que se tiene el propósito de continuar esa colaboración a fin de promover y asegurar la aplicación de estas disposiciones;

	Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones sobre la revisión parcial del Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957 (núm. 107), cuestión que constituye el cuarto punto del orden del día de la reunión, y

	Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio internacional que revise el Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957, 

	adopta, con fecha 27 de junio de mil novecientos ochenta y nueve, el siguiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989;



�PARTE I. POLÍTICA GENERAL



Artículo 1

1.	El presente Convenio se aplica:

a)	a los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones sociales, culturales y económicas les distingan de otros sectores de la colectividad nacional, y que estén regidos total o parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones o por una legislación especial;

b)	a los pueblos en países independientes, considerados indígenas por el hecho de descender de poblaciones que habitaban en el país o en una región geográfica a la que pertenece el país en la época de la conquista o la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas o parte de ellas.

2.	La conciencia de su identidad indígena o tribal deberá considerarse un criterio fundamental para determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones del presente Convenio.

3.	La utilización del término “pueblos” en este Convenio no deberá interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el derecho internacional.



Artículo 2

1.	Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad.

2.	Esta acción deberá incluir medidas:

a)	que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar, en pie de igualdad, de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás miembros de la población;

b)	que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres y tradiciones, y sus instituciones;

c)	que ayuden a los miembros de los pueblos interesados a eliminar las diferencias socioeconómicas que puedan existir entre los miembros indígenas y los demás miembros de la comunidad nacional, de una manera compatible con sus aspiraciones y formas de vida.



Artículo 3

1.	Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los derechos humanos y libertades fundamentales sin obstáculos ni discriminación. Las disposiciones de este Convenio se aplicarán sin discriminación a los hombres y mujeres de esos pueblos.

2.	No deberá emplearse ninguna forma de fuerza o de coerción que viole los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos interesados, incluidos los derechos contenidos en el presente Convenio.



�Artículo 4

1.	Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio ambiente de los pueblos interesados.

2.	Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a los deseos expresados libremente de los pueblos interesados.

3.	El goce sin discriminación de los derechos generales de ciudadanía no deberá sufrir menoscabo alguno como consecuencia de tales medidas especiales.



Artículo 5

	Al aplicar las disposiciones del presente Convenio:

a)	deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, culturales, religiosos y espirituales propios de dichos pueblos y deberá tomarse debidamente en consideración la índole de los problemas que se les plantean tanto colectivamente como individualmente;

b)	deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e instituciones de esos pueblos;

c)	deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pueblos interesados, medidas encaminadas a allanar las dificultades que experimenten dichos pueblos al afrontar nuevas condiciones de vida y de trabajo.



Artículo 6

1.	Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:

a)	consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente;

b)	establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan;

c)	establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin.

2.	Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.



Artículo 7

1.	Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente.

2.	El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación de los pueblos interesados, con su participación y cooperación, deberá ser prioritario en las planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales de desarrollo para estas regiones deberán también elaborarse de modo que promuevan dicho mejoramiento.

3.	Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas.

4.	Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan.



Artículo 8

1.	Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse debidamente en consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario.

2.	Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio.

3.	La aplicación de los párrafos 1 y 2 de este artículo no deberá impedir a los miembros de dichos pueblos ejercer derechos reconocidos a todos los ciudadanos del país y asumir las obligaciones correspondientes.



Artículo 9

1.	En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a los que los propios interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus miembros.

2.	Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia.



Artículo 10

1.	Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a miembros de dichos pueblos deberán tomarse en cuenta sus características económicas, sociales y culturales.

2.	Deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento.



Artículo 11

	La ley deberá prohibir y sancionar la imposición a miembros de los pueblos interesados de servicios personales obligatorios de cualquier índole, remunerados o no, excepto en los casos previstos por la ley para todos los ciudadanos.



Artículo 12

	Los pueblos interesados deberán tener protección contra la violación de sus derechos, y poder iniciar procedimientos legales, sea personalmente o bien por conducto de sus organismos representativos, para asegurar el respeto efectivo de tales derechos. Deberán tomarse medidas para garantizar que los miembros de dichos pueblos puedan comprender y hacerse comprender en procedimientos legales, facilitándoles si fuere necesario intérpretes u otros medios eficaces.



PARTE II. TIERRAS



Artículo 13

1.	Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los gobiernos deberán respetar la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera, y en particular, los aspectos colectivos de esa relación.

2.	La utilización del término “tierras” en los artículos 15 y 16 deberá incluir el concepto de territorios, lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera.



Artículo 14

1.	Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. Además, en los casos apropiados, deberán tomarse medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia. A este respecto, deberá prestarse particular atención a la situación de los pueblos nómadas y de los agricultores itinerantes.

2.	Los gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para determinar las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garantizar la protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión.

3.	Deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para decidir las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos interesados.



Artículo 15

1.	Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y conservación de dichos recursos.

2.	En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades.



Artículo 16

1.	A reserva de lo dispuesto en los párrafos siguientes de este artículo, los pueblos interesados no deberán ser trasladados de las tierras que ocupan.

2.	Cuando excepcionalmente el traslado y la reubicación de esos pueblos se consideren necesarios, sólo deberán efectuarse con su consentimiento, dado libremente y con pleno conocimiento de causa. Cuando no pueda obtenerse su consentimiento, el traslado y la reubicación sólo deberá tener lugar al término de procedimientos adecuados establecidos por la legislación nacional, incluidas encuestas públicas, cuando haya lugar, en que los pueblos interesados tengan la posibilidad de estar efectivamente representados.

3.	Siempre que sea posible, estos pueblos deberán tener el derecho de regresar a sus tierras tradicionales en cuanto dejen de existir las causas que motivaron su traslado y reubicación.

4.	Cuando el retorno no sea posible, tal como se determine por acuerdo o, en ausencia de tales acuerdos, por medio de procedimientos adecuados, dichos pueblos deberán recibir, en todos los casos posibles, tierras cuya calidad y cuyo estatuto jurídico sean por lo menos iguales a los de las tierras que ocupaban anteriormente, y que les permitan subvenir a sus necesidades y garantizar su desarrollo futuro. Cuando los pueblos interesados prefieran recibir una indemnización en dinero o en especie, deberá concedérseles dicha indemnización, con las garantías apropiadas.

5.	Deberá indemnizar plenamente a las personas trasladadas y reubicadas por cualquier pérdida o daño que hayan sufrido como consecuencia de su desplazamiento.



Artículo 17

1.	Las modalidades de transmisión de los derechos sobre la tierra entre los miembros de los pueblos interesados, establecidas por dichos pueblos, deberán respetarse.

2.	Deberá consultarse a los pueblos interesados siempre que se considere su capacidad de enajenar sus tierras o de transmitir de otra forma sus derechos sobre estas tierras fuera de su comunidad.

3.	Deberá impedirse que personas extrañas a esos pueblos puedan aprovecharse de las costumbres de esos pueblos o de su desconocimiento de las leyes por parte de sus miembros para arrogarse la propiedad, la posesión o el uso de las tierras pertenecientes a ellos.



Artículo 18

	La ley deberá prever sanciones apropiadas contra toda intrusión no autorizada en las tierras de los pueblos interesados o todo uso no autorizado de las mismas por personas ajenas a ellos, y los gobiernos deberán tomar medidas para impedir tales infracciones.



Artículo 19

	Los programas agrarios nacionales deberán garantizar a los pueblos interesados condiciones equivalentes a las que disfruten otros sectores de la población, a los efectos de:

a)	la asignación de tierras adicionales a dichos pueblos cuando las tierras de que dispongan sean insuficientes para garantizarles los elementos de una existencia normal o para hacer frente a su posible crecimiento numérico;

b)	el otorgamiento de los medios necesarios para el desarrollo de las tierras que dichos pueblos ya poseen.



�PARTE III. CONTRATACIÓN Y CONDICIONES DE EMPLEO



Artículo 20

1.	Los gobiernos deberán adoptar, en el marco de su legislación nacional y en cooperación con los pueblos interesados, medidas especiales para garantizar a los trabajadores pertenecientes a esos pueblos una protección eficaz en materia de contratación y condiciones de empleo, en la medida en que no estén protegidos eficazmente por la legislación aplicable a los trabajadores en general.

2.	Los gobiernos deberán hacer cuanto esté en su poder por evitar cualquier discriminación entre los trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados y los demás trabajadores, especialmente en lo relativo a:

a)	acceso al empleo, incluidos los empleos calificados y las medidas de promoción y de ascenso;

b)	remuneración igual por trabajo de igual valor;

c)	asistencia médica y social, seguridad e higiene en el trabajo, todas las prestaciones de seguridad social y demás prestaciones derivadas del empleo, así como la vivienda;

d)	derecho de asociación, derecho a dedicarse libremente a todas las actividades sindicales para fines lícitos, y derecho a concluir convenios colectivos con empleadores o con organizaciones de empleadores.

3.	Las medidas adoptadas deberán en particular garantizar que:

a)	los trabajadores que pertenecen a los pueblos interesados, incluidos los trabajadores estacionales, eventuales y migrantes empleados en la agricultura o en otras actividades, así como los empleados por contratistas de mano de obra, gocen de la protección que confieren la legislación y la práctica nacionales a otros trabajadores de estas categorías en los mismos sectores, y sean plenamente informados de sus derechos con arreglo a la legislación laboral y de los recursos de que disponen;

b)	los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sometidos a condiciones de trabajo peligrosas para su salud, en particular como consecuencia de su exposición a plaguicidas o a otras sustancias tóxicas;

c)	los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sujetos a sistemas de contratación coercitivos, incluidas todas las formas de servidumbre por deudas;

d)	los trabajadores pertenecientes a estos pueblos gocen de igualdad de oportunidades y de trato para hombres y mujeres en el empleo y de protección contra el hostigamiento sexual.

4.	Deberá prestarse especial atención a la creación de servicios adecuados de inspección del trabajo en las regiones donde ejerzan actividades asalariadas trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados, a fin de garantizar el cumplimiento de las disposiciones de esta parte del presente Convenio.



PARTE IV. FORMACIÓN PROFESIONAL,

ARTESANÍA E INDUSTRIAS RURALES



Artículo 21

	Los miembros de los pueblos interesados deberán poder disponer de medios de formación profesional por lo menos iguales a los de los demás ciudadanos.



Artículo 22

1.	Deberán tomarse medidas para promover la participación voluntaria de miembros de los pueblos interesados en programas de formación profesional de aplicación general.

2.	Cuando los programas de formación profesional de aplicación general existentes no respondan a las necesidades especiales de los pueblos interesados, los gobiernos deberán asegurar, con la participación de dichos pueblos, que se pongan a su disposición programas y medios especiales de formación.

3.	Estos programas especiales de formación deberán basarse en el entorno económico, las condiciones sociales y culturales y las necesidades concretas de los pueblos interesados. Todo estudio a este respecto deberá realizarse en cooperación con esos pueblos, los cuales deberán ser consultados sobre la organización y el funcionamiento de tales programas. Cuando sea posible, esos pueblos deberán asumir progresivamente la responsabilidad de la organización y el funcionamiento de tales programas especiales de formación, si así lo deciden.



Artículo 23

1.	La artesanía, las industrias rurales y comunitarias y las actividades tradicionales y relacionadas con la economía de subsistencia de los pueblos interesados, como la caza, la pesca, la caza con trampas y la recolección, deberán reconocerse como factores importantes del mantenimiento de su cultura y de su autosuficiencia y desarrollo económicos. Con la participación de esos pueblos, y siempre que haya lugar, los gobiernos deberán velar por que se fortalezcan y fomenten dichas actividades.

2.	A petición de los pueblos interesados, deberá facilitárseles, cuando sea posible, una asistencia técnica y financiera apropiada que tenga en cuenta las técnicas tradicionales y las características culturales de esos pueblos y la importancia de un desarrollo sostenido y equitativo.



PARTE V. SEGURIDAD SOCIAL Y SALUD



Artículo 24

	Los regímenes de seguridad social deberán extenderse progresivamente a los pueblos interesados y aplicárseles sin discriminación alguna.



Artículo 25

1.	Los gobiernos deberán velar por que se pongan a disposición de los pueblos interesados servicios de salud adecuados o proporcionar a dichos pueblos los medios que les permitan organizar y prestar tales servicios bajo su propia responsabilidad y control, a fin de que puedan gozar del máximo nivel posible de salud física y mental.

2.	Los servicios de salud deberán, en la medida de lo posible, organizarse a nivel comunitario. Estos servicios deberán planearse y administrarse en cooperación con los pueblos interesados y tener en cuenta sus condiciones económicas, geográficas, sociales y culturales, así como sus métodos de prevención, prácticas curativas y medicamentos tradicionales.

3.	El sistema de asistencia sanitaria deberá dar la preferencia a la formación y al empleo de personal sanitario de la comunidad local y centrarse en los cuidados primarios de salud, manteniendo al mismo tiempo estrechos vínculos con los demás niveles de ausencia sanitaria.

4.	La presentación de tales servicios de salud deberá coordinarse con las demás medidas sociales, económicas y culturales que se tomen en el país.



PARTE VI. EDUCACIÓN Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN



Artículo 26

	Deberán adoptarse medidas para garantizar a los miembros de los pueblos interesados la posibilidad de adquirir una educación a todos los niveles, por lo menos en pie de igualdad con el resto de la comunidad nacional.



Artículo 27

1.	Los programas y los servicios de educación destinados a los pueblos interesados deberán desarrollarse y aplicarse en cooperación con estos últimos a fin de responder a sus necesidades particulares, y deberán abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas de valores y todas sus demás aspiraciones sociales, económicas y culturales.

2.	La autoridad competente deberá asegurar la formación de miembros de estos pueblos y su participación en la formulación y ejecución de programas de educación, con miras a transferir progresivamente a dichos pueblos la responsabilidad de la realización de esos programas, cuando haya lugar.

3.	Además, los gobiernos deberán reconocer el derecho de esos pueblos a crear sus propias instituciones y medios de educación, siempre que tales instituciones satisfagan las normas mínima establecidas por la autoridad competente en consulta con esos pueblos. Deberán facilitársele recursos apropiados con tal fin.



Artículo 28

1.	Siempre que sea viable, deberá enseñarse a los niños de los pueblos interesados a leer y a escribir en su propia lengua indígena o en la lengua que más comúnmente se hable en el grupo a que pertenezcan. Cuando ello no sea viable, las autoridades competentes deberán celebrar consultas con esos pueblos con miras a la adopción de medidas que permitan alcanzar este objetivo.

2.	Deberán tomarse medidas adecuadas para asegurar que esos pueblos tengan la oportunidad de llegar a dominar la lengua nacional o una de las lenguas oficiales del país.

3.	Deberán adoptarse disposiciones para preservar las lenguas indígenas de los pueblos interesados y promover el desarrollo y la práctica de las mismas.



Artículo 29

	Un objetivo de la educación de los niños de los pueblos interesados deberá ser impartirles conocimientos generales y aptitudes que les ayuden a participar plenamente y en pie de igualdad en la vida de su propia comunidad y en la de la comunidad nacional.



Artículo 30

1.	Los gobiernos deberán adoptar medidas acordes a las tradiciones y culturales de los pueblos interesados, a fin de darles a conocer sus derechos y obligaciones, especialmente en lo que atañe al trabajo, a las posibilidades económicas, a las cuestiones de educación y salud, a los servicios sociales y a los derechos dimanantes del presente Convenio.

2.	A tal fin, deberá recurrirse, si fuere necesario, a traducciones escritas y a la utilización de los medios de comunicación de masas en las lenguas de dichos pueblos.



Artículo 31

	Deberán adoptarse medidas de carácter educativo en todos los sectores de la comunidad nacional, y especialmente en los que estén en contacto más directo con los pueblos interesados, con objeto de eliminar los prejuicios que pudieran tener con respecto a estos pueblos. A tal fin, deberán hacerse esfuerzos por asegurar que los libros de historia y demás material didáctico ofrezcan una descripción equitativa, exacta e instructiva de las sociedades y culturales de los pueblos interesados.



PARTE VII. CONTACTOS Y COOPERACIÓN A TRAVÉS DE LAS FRONTERAS



Artículo 32

	Los gobiernos deberán tomar medidas apropiadas, incluso por medio de acuerdos internacionales, para facilitar los contactos y la cooperación entre pueblos indígenas y tribales a través de las fronteras, incluidas las actividades en las esferas económica, social, cultural y del medio ambiente.



PARTE VIII. ADMINISTRACIÓN



Artículo 33

1.	La autoridad gubernamental responsable de las cuestiones que abarca el presente Convenio deberá asegurarse de que existen instituciones u otros mecanismos apropiados para administrar los programas que afecten a los pueblos interesados, y de que tales instituciones o mecanismos disponen de los medios necesarios para el cabal desempeño de sus funciones.

2.	Tales programas deberán incluir:

a)	la planificación, coordinación, ejecución y evaluación, en cooperación con los pueblos interesados, de las medidas previstas en el presente Convenio;

b)	la proposición de medidas legislativas y de otra índole a las autoridades competentes y el control de la aplicación de las medidas adoptadas en cooperación con los pueblos interesados.



PARTE IX. DISPOSICIONES GENERALES



Artículo 34

	La naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto al presente Convenio deberán determinarse con flexibilidad, tomando en cuenta las condiciones propias de cada país.



Artículo 35

	La aplicación de las disposiciones del presente Convenio no deberá menoscabar los derechos y las ventajas garantizados a los pueblos interesados en virtud de otros convenios y recomendaciones, instrumentos internacionales, tratados, o leyes, laudos, costumbres o acuerdos nacionales.



PARTE X. DISPOSICIONES FINALES



Artículo 36

	Este Convenio revisa el Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957.



Artículo 37

	Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.



Artículo 38

1.	Este Convenio obligará únicamente a aquellos miembros de la Organización Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General.

2.	Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos miembros hayan sido registradas por el Director General.

3.	Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada miembro, doce meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.



Artículo 19

1.	Todo miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración de un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha en que se haya registrado.

2.	Todo miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año después de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada período de diez años, en las condiciones previstas en este artículo.



Artículo 40

1.	El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos los miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los miembros de la Organización.

2.	Al notificar a los miembros de la Organización el registro de la segunda ratificación que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio.



Artículo 41

	El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre todas las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes.

�Artículo 42

	Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial.



Artículo 43

1.	En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en contrario:

a)	la ratificación, por un miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el �artículo 39 siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor;

b)	a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los miembros.

2.	Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para los miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor.



Artículo 44

	Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas.



-o-



	Conforme con su original.



	(Fdo.): EDMUNDO VARGAS CARREÑO, Subsecretario de Relaciones Exteriores”.
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